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A LA SALA SEGUNDA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

 

 

 
 
 
 
ANA LOBERA ARGÜELLES ,  procuradora de los Tr ibunales, actuando en 
representac ión de las personas que aparecen re lacionadas en las escr ituras de 
poder especia l que acompaño como documentos núm, 1 (Del 1.1 al 1.20)  -
y de cuyos or iginales sol ic i to la devolución- comparezco ante la  Sala Segunda 
del Tr ibuna l Supremo y,  como mejor en Derecho proceda, DIGO: 
 
 
 
 
Que en la representación que ostento y siguiendo expresas instrucciones de 
mis poderdantes, vengo por el presente a formular QUERELLA POR LA 
PRESUNTA COMISIÓN DE LOS DELITOS TIPIFICADOS EN LOS ARTÍCULOS 588, 
590.1,  591, 608.3º, 610, 611.1º, 612.1º, 613.1.A) , 614.BIS, 615, 615 BIS.6, 
616 Y 616 b is , todos el los de l Código Penal y de todos aquel los que en el  
desarrol lo de la instrucción puedan aparecer como conexos con los anter iores.   
 
 
 

 
 
I 
 

Jurisdicción de los Tribunales españoles 
 

Competencia objetiva 
 
 

Los Tr ibunales españoles son competentes para conocer de los del i tos 
relacionados en v irtud de los art ícu los 23.3.a) y 23.4. i )  de la Ley Orgánica del  
Poder Judicia l  que, respect ivamente, ext ienden la jur isdicción española a los  
del i tos “De t ra ición y contra la paz o la independencia del Estado”  y a 
“Cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser 
perseguido en España” ,  estando comprendidos en dichas categor ías los del i tos 
por los cua les se formula la presente querel la.   

 
La competencia objet iva corresponde, rat ione personae ,  a la Sala Segunda de l  
Tr ibunal Supremo por dir ig i rse la querel la  contra personas a lgunas de las 
cuales ostentan la condic ión de aforados, por ser miembros de l  Consejo de 
Estado o del  Congreso de los Diputados. 



 2 

Establece e l art ículo.  71.3 de la  Const ituc ión Española (CE) que: “ En las 
causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Pena l de l 
Tr ibunal  Supremo.” 
 
De conformidad con dicho precepto,  e l  ar t. 57.1, apartado 2º de la Ley 
Orgánica del Poder Judic ia l  (LOPJ), establece que la Sa la de lo Penal del  
Tr ibunal Supremo conocerá: “2º. De la instrucción y enjuiciamiento de las 
causas contra…, Diputados y Senadores, ….,  Consejeros de l Consejo de Estado 
y. . .” 
 

 
 
 
 

II 
 

Identificación de los querellantes 
 
 

Las personas que formulan esta quere l la son españoles de diversa condición –
intelectuales, escr itores, profes iona les, empleados, obreros, estudiantes- que 
representan un ampl io espectro de la ciudadanía de nuestro país . Al formular 
la querel la  actúan como simples ciudadanos, conmovidos por la t ragedia de la  
guerra y preocupados fundamenta lmente por las tremendas consecuencias 
humanas que se der ivan de la  agresión mil i tar que una coal ic ión de pa íses 
democrát icos –entre los que se encontraba España- lanzaron contra la 
Repúbl ica de Iraq el 20 de marzo de 2003. En tanto que las consecuencias de 
dicha guerra podían afectar –y de hecho afectaron- a su segur idad y a su 
patr imonio, se consideran ofendidos por los hechos que se denuncian. No 
obstante y con carácter subsidiar io,  actúan en el ejercicio de la acc ión popular  
que les reconocen los arts. 125 de la CE y 101 y concordantes de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (Lecr im). La relación de sus nombres y c i rcunstancias 
personales se ref le jan en los poderes adjuntos (documento núm. 1) o en los 
apoderamientos apud acta  a otorgar ante la  Secretar ía de la Sala  de lo Penal 
cuando sean requer idos a ta l efecto.   
 
 
 

 
 

III 
 

Identificación de los querellados 
 

 
Esta querel la se formula contra D. José Maria Aznar López, Presidente del  
Gobierno de España entre el 04/05/1996 y el 17/04/2004 y actualmente 
Consejero de l Consejo de Estado; contra Dª Ana de Palacio y del  Val le 
Lersundi , Ministra  de Asuntos Exter iores entre los años 2002 y 2004 y contra 
D. Federico Tri l lo-Figueroa Mart ínez-Conde, Ministro de Defensa entre el 
27/04/2000 y e l 18/04/2004 y en la actua l idad Diputado en el Congreso de los 
Diputados; pudiendo ser ci tados los dos pr imeros en la sede del Part ido 
Popular, del cua l son miembros destacados,  en ca l le Génova, núm. 13, 28004 
- Madr id y e l tercero en la Secretar ía General del Congreso de los Diputados,  
cal le Flor idablanca, s/n, 28071 - Madr id. Así mismo, la presente querel la se 
formula contra todas aquel las personas, sea cual fuera su fuero, en re lac ión a 
las cuales y en e l curso de la instrucción puedan aparecer ind icios de 
responsabi l idad cr iminal. 
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IV 
 

Relación circunstanciada de los hechos 
 
 

 
Antecedentes de la presente querella 
 
 

Las personas que promueven esta querel la están en contra de la  guerra que  
se l ibra contra Iraq y en la cual part ic ipó España hasta abri l  de 2004. Actúan 
con independencia de sus opin iones pol í t icas y morales, considerando que 
desde el más estr icto r igor técnico- jur ídico se real izaron unos hechos 
concretos y ver i f icables,  que encajan en los t ipos penales que se descr iben 
más adelante. Por la enorme  t rascendencia del tema que se somete a la Sa la,  
resulta oportuno situar previamente esos hechos en el contexto internaciona l 
que dio lugar a la part ic ipación de España en la guerra de agres ión contra la  
Repúbl ica de Iraq. 

 

E l Gobierno de los Estados Unidos de Amér ica, por razones de pol í t ica  interna, 
había d ispuesto desde f ina les de l año 2002 atacar a Iraq. Como señalaba la 
anal ista internacional  Soledad Gal lego-Díaz en un art ículo publ icado en “El  
País” en  noviembre de 2002, (documento núm. 2)  “e l convencimiento de 
que la guerra contra Iraq es inevitable y que puede ocultar e l deseo de l legar 
a un nuevo diseño de Oriente Próx imo se ext iende en medios no sólo árabes, 
s ino también europeos y norteamericanos.  Lo que causa más impresión no es 
sólo la coherencia y el gran act ivismo que despl iegan en Washington los 
defensores de estas propuestas, que se podrían integrar en el l lamado “nuevo 
conservadurismo amer icano”, s ino, sobre todo, la enorme presencia que han 
alcanzado por pr imera vez en la histor ia , en una Administración 
estadounidense, la de George W. Bush. Miembros re levantes de este grupo 
l levan años defendiendo en conferencias y documentos que se ataque a Iraq y  
se desestabi l i ce a S i r ia e Irán (. . .) .  La fuerza del dúo formado por e l 
vicepresidente Dick Cheney y el secretar io de Defensa, Donald Rumsfeld ( .. .)  
han l levado también a altos cargos del Pentágono y de otros departamentos 
de Washington, a destacados representantes de la derecha rel ig iosa, tanto 
judía  extremista como cr ist iana fundamental is ta,  entre el los e l número tres 
del Departamento de Estado, John R. Bolton. ( . . .) . Bolton l legó a decir que 
Naciones Unidas no exist ía: “Existe una comunidad internacional  que puede 
ser l iderada por el  único poder real que existe en e l mundo, Estados Unidos”. 

 

La voluntad de la Administración norteamericana de i r a  la  guerra quedó de 
manif iesto en el discurso que George W. Bush pronunció ante las dos cámaras 
del Congreso norteamericano el 29 de enero de 2003. Como recogía el  
corresponsa l de “El País”, Enr ic González,  (documento núm. 3)  “Estados 
Unidos irá a la guerra contra Iraq. El presidente George W. Bush despejó 
todas las dudas sobre su propós ito de acabar con el  régimen de Sadam 
Huse in, y de hacerlo pronto. En su d iscurso sobre e l estado de la nación, ante  
las dos cámaras del Congreso, Bush atr ibuyó al Gobierno iraquí la 
responsabi l idad f inal por el confl icto y promet ió que, l legado el momento, 
ut i l i zar ía  “toda la fuerza y el poder” de su Ejérc ito y obtendr ía la  victor ia con 
el respa ldo de Naciones Unidas o s in él : “El  rumbo de esta nación no depende 
de las decis iones de otros”.   
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A part i r  de esa decis ión pol í t ica, los Estados Unidos se lanzaron a la búsqueda 
desesperada de a lgún pretexto que les permit iera in ic iar  su ofens iva mil i tar 
con a lgún respa ldo internacional . Scott Ritter, que durante siete años fue jefe 
de los inspectores de la ONU en Iraq, había expl icado en un breve ensayo 
(“Guerra contra Iraq”, Ediciones B) que Iraq ya no pose ía  armas de 
destrucción masiva –o si  las poseía  eran muy residuales- y no const ituía un 
pel igro para el resto del mundo. No obstante, como informaba el corresponsa l 
de “El País” el  23 de octubre de 2002, en una nota t i tulada “Las invenciones 
de Bush” (documento núm. 4)  “en su afán de just i f icar la guerra contra 
Iraq, el presidente ha inventado informes y datos”.  A la misma estrateg ia se 
unir ía también el Pr imer Ministro del Reino Unido, según informe de l 
corresponsa l de ”El País” del 8 de febrero de 2003 (documento núm. 5) ,  
cuando seña laba: “El Gobierno br itánico quedó ayer en r idículo t ras saberse 
que su úl t imo informe sobre las fechor ías del régimen iraquí de Sadam Huse in 
se basaba más en ant iguos estudios académicos (publ icados hacía  t iempo por 
Ibrahim a l Marashi,  un estudiante de postgrado ca l i forniano) que en 
información fresca procedente de los serv ic ios secretos”. Más adelante, e l 
responsable de la Organizac ión Internaciona l de la Energ ía Atómica, e l egipc io 
El Barade i, acusaría indirectamente a los servicios de información br itánicos y 
norteamer icanos de haber suministrado “documentos fa lsos” para engañar a 
los inspectores y acreditar unas supuestas “transacciones de uranio entre Iraq 
y Nigeria”. Toda la maniobra urd ida alrededor de la necesidad de 
cumplimiento de la Resolución 1441 del Consejo de Segur idad de las Naciones 
Unidas quedó desmontada cuando el je fe de Unmovic, Hans B l ix,  expl icó el 7 
de marzo ante el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, “ los progresos 
de la  cooperación iraquí y abogó por la cont inuación de l proceso de desarme, 
no años ni semanas, s ino meses”, a l  t iempo que su colega  y responsable del  
Organismo Internacional para la Energ ía Atómica ,  Mohamed el Barade i ,  “ l ibró 
a Bagdad, a l menos momentáneamente, de toda sospecha de armas nucleares” 
(“El  Pa ís , edición del 8 de marzo de 2003, documento núm. 6). 

 

En fecha 31 de Marzo de 2003 se interpuso querel la  contra D. José Mª Aznar 
López, entonces Presidente del Gobierno, por la decis ión de enviar  apoyo 
log íst ico español , dentro de la coal ic ión que l ideraba EE.UU.,  a la guerra que 
se inició en Iraq e l d ía 20 de Marzo de 2003 y que s igue en la  actual idad. 
Dicha querel la fue promovida por d iversos ciudadanos, adhir iéndose más de 
11.000 personas, ante la Sala Segunda del Tr ibunal Supremo; repart iéndose la 
querel la y t ramitándose el  procedimiento como Causa Especia l  Nº 142/03, 
ampl iándose los hechos de la quere l la en tres ocas iones, con fechas de 15 de 
Abri l  y 15 de Jul io de 2003 y 23 de Marzo de 2004, f igurando dichos escr itos 
de ampl iación en las actuaciones. En fecha 21 de Enero de 2004 se dictó Auto 
de inadmis ión de la querel la , s iendo ponente el Magistrado D. Cándido Conde-
Pumpido Touron.  

 

Contra el refer ido auto se interpuso e l correspondiente Recurso de Súpl ica en 
fecha 30 de Enero de 2004, desest imándose el mismo por parte del refer ido 
órgano judicia l  mediante Auto de 7 de Abri l  de 2004, por lo que se interpuso 
Recurso de Amparo ante el Tr ibunal Const i tucional en fecha 25 de Mayo de 
2004, resue lto por el refer ido Tribuna l por Auto de 7 de octubre de 2005 en el 
cual se acordó la  inadmis ión del  mismo.  

 

Nos remit imos a los archivos de las Secretar ias de los Tr ibuna les respect ivos, 
a los efectos probator ios oportunos. 
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PRIMERO. La decisión de participar en la guerra sin cumplir los 
trámites constitucionalmente establecidos. 

 

España part ic ipó en la guerra i lega l contra la Repúbl ica de Iraq desde su 
in ic io el  20 de marzo de 2003 y hasta abri l  de 2004.  

 

E l entonces pres idente D.José Mar ía Aznar, conociendo los p lanes de sus 
al iados, amparándose en la  supuesta neces idad de obtener “el  cumplimiento 
de la  legal idad internacional”,  tomó la  decis ión de impl icar a  España en la 
guerra que se preparaba contra Iraq. Según su propia confes ión, lo hizo 
porque “no quiere ver a España sentada en el r incón de los pa íses que no 
cuentan, que no sirven” (“E l País”, 4 de marzo 2003, documento núm. 7) .  
Para alcanzar d icho propósi to, e l  presidente Aznar no podía ignorar el a lcance 
del daño que se causaría sobre el sufr ido pueblo iraquí puesto que había sido 
advert ido de e l lo. “Cuatro grandes ONG dicen que la guerra será una 
catástrofe humana” había alertado “El Pa ís” en su edición de l 6 de febrero de 
2003 (documento núm. 8) ,  “Las delegaciones españolas de Greenpeace, 
Amnist ía Internacional , Intermón y Médicos sin Fronteras se han unido, en 
una inic iat iva poco habitual , para pedir a l  presidente del Gobierno que se 
oponga a la intervención armada en Iraq. Las organizaciones recuerdan que la 
guerra del Gol fo dejó cas i medio mi l lón de muertos, la mayor ía c iv i les( .. .) los 
muertos pueden ser más que los de 1991, expl icaron, porque todo parece 
indicar que para derrocar a Husein los bombardeos se van a  concentrar en 
Bagdad, la histór ica capita l ,  donde viven unos cuatro mil lones de personas, 
muchas de el las en condiciones de extrema pobreza”. En la edición de “El  
País” del 17 de febrero de 2003 (documento núm. 9) ,  se informaba también 
de que la mitad de los iraquíes depende del programa de petróleo por 
a l imentos ya que 16 mil lones de personas subsisten con ayudas 
gubernamentales di f íc i les de mantener en t iempo de guerra.  “El co lapso, en 
caso de guerra,  de l programa petróleo por a l imentos, del que dependen para 
subs ist ir  16 mil lones de iraquíes, provocar ía una cr is is de “magnitud enorme” 
advirt ió Walter Fust , pres idente de la Conferencia Humanitar ia sobre Iraq, 
celebrada  en Ginebra”( .. .) la malnutr ic ión, e l di f íc i l  acceso al agua potable por 
el deter ioro de las plantas potabi l izadoras y la mala ca l idad de los 
saneamientos hacen que una simple d iarrea o infección resp irator ia pueda ser 
mortal , sobre todo para los menores de cinco años (. . .)  más de 10 mil lones de 
personas necesitar ían ayuda al imentar ia durante e inmediatamente después de 
su in ic io; la mitad de la poblac ión quedaría s in acceso a agua potable; dos 
mil lones se convert ir ían en desplazados internos, y entre 600.000 y 1,5 
mil lones en refugiados en los países vecinos”.  Según UNICEF, entre 350.000 y 
500.000 niños han muerto en Irak en los ú lt imos diez años como consecuencia 
de enfermedades provocadas por la destrucción de p lantas potabi l izadoras de 
agua en la pr imera guerra contra Iraq. P i lar  Estébanez, fundadora de Médicos 
del Mundo (documento núm. 10) ,  abundaba al a f irmar que “las guerras 
modernas se caracter izan porque la mayoría de sus víct imas son c iv i les, 
aproximadamente el 90 %. Sean cuales sean las razones que se esgriman para 
atacar Iraq, sea el propio Consejo de Segur idad el  que lo autor ice o sea ésta 
una decis ión uni latera l de Estados Unidos, lo cierto es que mori rán cientos, 
quizás miles de personas, por supuesto, civi les. Es decir  hombres y mujeres 
ancianos, niños y niñas, agr icultores, tenderos, profesores(. . . ) ¿Cómo es 
posib le aceptar  tanto sufr imiento por intereses geopol í t icos y económicos?” 

 

La part ic ipac ión de España en la c itada guerra de agresión a Iraq se 
desarrol ló fundamenta lmente por dos cauces: en pr imer lugar, con el envío de 
900 mil i tares y tres buques a l conf l icto.  El  diar io “El  Pa ís” informaba en su 
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edición del 19 de marzo de 2003 (documento núm. 11) ,  que e l Pres idente 
del Gobierno, t ras reunir a la comisión de legada para situaciones de cr is is -en 
la que part ic iparon los dos vicepresidentes y los ministros de Defensa, 
Exter iores, Hacienda e Inter ior- había dispuesto enviar 900 mil i tares y tres 
buques a la guerra de Iraq. El cont ingente estaba integrado por el buque de 
asalto “Ga l ic ia”, la fragata “Reina Sofía”  y el petrolero “Marqués de la  
Ensenada”. En esos navíos v ia jaban una unidad de protección de Infanter ía de 
Marina, unidades especia l izadas en desminado y desact ivac ión de explosivos y 
unidades de defensa NBQ con tres equipos de reconocimiento químico y 
radiológ ico. Esas fuerzas no acudían ni bajo mando español , ni s iquiera de la 
OTAN, ni  de la Unión Europea, s ino bajo el mando del comandante en jefe de 
las fuerzas de la  coal ic ión en la zona del confl icto, e l  general  Tommy Franks. 
Según informaba “E l Mundo” (documento núm. 12) ,  la  f lot i l la esperó e l 
permiso de Franks para entrar en e l puerto de  Umm Qasr, en Iraq, y e l 
Gobierno conf iaba en que se desplegar ían en “retaguardia y en zona segura” .  
En segundo lugar y según informaba “El  País” del  18 de marzo de 2003 
(documento núm. 13) ,  Estados Unidos estaba ut i l izando las bases de Rota 
(Cádiz) y Morón de la Frontera (Sevi l la), para su despl iegue mil i tar contra 
Iraq, contando con una autor ización impl íc i ta del Gobierno español. La ed ic ión 
de “E l País” del 23 de marzo (documento núm. 14) ,  informaba que los B-52 
que bombardeaban Bagdad repostaban en vue lo sobre ciudades españolas 
como Bi lbao, Pamplona y Barcelona. 

 

A pesar de que se intentó por parte del  Gobierno español y del propio 
Pres idente del mismo en aquel los momentos, D. José Mª Aznar López,  
presentar d icha aportación como un apoyo log íst ico, s in mayor trascendencia ,   
a la intervención, fundamentalmente protagonizada por fuerzas de Estados 
Unidos y Gran Bretaña y no como una part ic ipación directa, en nada obsta 
dicho apoyo logíst ico a la cons iderac ión de que la impl icac ión de España en la 
guerra fue total  y absoluta.  

 

En segundo lugar, la part ic ipac ión de España en la guerra de Iraq se 
desarrol ló mediante e l c i tado soporte prestado desde instalac iones ubicadas 
en terr i tor io español  a los bombarderos estratég icos que desde bases en 
EE.UU. volaban di rectamente a Iraq para real izar bombardeos masivos,  con la  
ut i l i zac ión de armamento prohibido y con ataques a personas y b ienes 
protegidos en caso de conf l icto armado y que cruzaban e l espacio aéreo 
español , s iendo guiados desde aquel las instalaciones y abastec idos –sobre 
nuestro terr i tor io- por aviones cisterna que despegaban desde el  mismo. La 
trascendencia de dichas conductas se realza por cuanto las fuerzas aéreas de 
EE.UU. tuvieron ser ias di f icu ltades -cuando no se encontraron con la total  
imposibi l idad- para ut i l izar rutas al ternat ivas y para recibir e l  apoyo logíst ico 
desde instalaciones ubicadas en otros países, por la negat iva ta jante de éstos 
a part ic ipar en la agresión.  

 

Lo expuesto hasta ahora como formas mater ia les de part ic ipación en la  guerra 
de Iraq, no obsta a que pueda y deba cons iderarse, además, la  conducta de 
D. José Mª Aznar López consistente en la part ic ipación en la reunión con el  
Pres idente de EE.UU.,  George W. Bush, en Crawford (Tejas) , e l  22 de febrero 
de 2003 o en la  conocida como cumbre de las Azores, e l  16 de marzo 
siguiente,  con d icho Presidente y con el premier br itánico Tony B la ir ,  bajo el  
auspicio de l entonces pr imer minist ro portugués José Manuel Durao Barroso. 
Del conocimiento poster ior de lo tratado en dichas reuniones se desprende 
claramente que en las mismas se decid ió y diseñó la agresión a Iraq con 
consciencia  y vo luntad claras de l levarla  a  cabo fuese cua l fuese la posic ión 
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de NN.UU. y conocedores los protagonistas que el  derecho de veto de 
determinados miembros del  Consejo de Seguridad imposib i l i taba cualquier 
cobertura jur ídica desde la máxima instancia internacional , s in que, por otra 
parte, concurr iese e l único supuesto que e l Derecho Internacional  acoge como 
just i f icación a la guerra: la previa agresión por parte de l estado al cual se 
ataca, trasunto a las normas internacionales que regulan las re laciones entre 
los estados de la f igura de la leg ít ima defensa. Está c laro que en e l caso de 
Iraq no ex ist ió esa agresión previa  que hubiese podido just i f icar una leg ít ima 
reacc ión defens iva. 

 

La guerra de agres ión contra Iraq se pretendió fundamentar con la afi rmada 
existencia  de armas de destrucción masiva en poder de l régimen de Sadam 
Huse in. La fa l ta de indicios racionales para presumir aquel la ex istencia , que 
ya concurr ía  en los momentos de preparación e inicio de la  agresión y 
suf ic iente para considerar i legal la misma y, en consecuencia, no ejecutar la , 
se convirt ió poster iormente en patente comprobación de su inexistencia con la 
invasión y destrucción de Iraq, hasta el punto de que los protagonistas de la  
misma tuvieron que aceptar lo públ icamente aunque fuera en un cínico 
ejerc icio de autojust i f icación y después de haber causado centenares de miles 
de muertos y la destrucc ión del pa ís . Debe recordarse las declaraciones, en 
las semanas previas a la guerra, de l je fe del equipo de inspectores de la ONU, 
Hans B l ix y de l responsable de la Organización Internacional de la Energia  
Atomática, Mohamed el Barade i, sobre la no aparición en las inspecciones 
real izadas, ni de armas atómicas ni, en general , de destrucción masiva; 
manifestando la práct ica segur idad de su no ex istencia y la  act i tud de 
co laboración del  gobierno iraquí en las tareas que desarrol laban los equipos 
de inspección. A dichas declaraciones se ha hecho referencia anter iormente. 

 

Es decir , la guerra de agresión a Iraq se intentó just i f icar , antes y durante su 
desarrol lo,  con una colosa l ment ira , de ta l  magnitud, que hasta algunos de 
sus propagandistas con el t iempo han debido admit i r lo . En algún caso, como 
el del ex -Presidente español, con un ejerc ic io de cinismo sin l ími tes y en 
unos términos que comportaban un insulto a la intel igencia humana y una 
fa l ta tota l y absoluta de respeto a la  c iudadanía cuando, en febrero de 2007, 
decía: “Todo e l mundo pensaba que en Iraq había armas de destrucc ión 
masiva, y no había . Eso lo sabe todo el  mundo, y yo también lo sé…ahora” .  
Sucede, s in embargo, que en el per íodo previo a la guerra e l  quere l lado 
aseguraba de forma reiterada aquel la existencia –s irvan como ejemplo las  
dist intas declaraciones en per iódicos que se han citado anter iormente o bien 
los archivos de todas las cadenas de radio y te levis ión en los cua les se 
encuentran las numerosas declaraciones real izadas por aquel los días por el 
entonces Presidente de Gobierno- y, en todo caso, s i  los responsables de la 
guerra estaban, como dice, dominados por la duda o solo se trataba de 
suposiciones y sospechas, debieron abstenerse de inic iar la porqué, ante las 
mismas, s in ver i f icación alguna, desprec iando lo que mani festaban los equipos 
de inspectores y s in aguardar a la f ina l ización de l trabajo de los mismos, 
tampoco había just i f icación alguna para una agres ión que ha comportado un 
enorme sufr imiento humano y una inmensa destrucción materia l .  

 

De lo narrado hasta el momento ex isten sobradas pruebas como son, entre 
otras,  las s iguientes: 
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Las actas de Crawford y otras declaraciones: 

 

Tras el encuentro mantenido por el ex Presidente de l Gobierno español , 
Sr . Aznar, con el Pres idente norteamericano, Sr . Bush, en el rancho de 
Crawford (Tejas ) , e l  día 22 de febrero de 2003, e l Sr . Aznar mani festó 
en rueda de prensa que “ Competen a l  Consejo de Seguridad los 
esfuerzos de la Comunidad internacional para mantener la paz y la  
segur idad internacionales “ .  (  E l País, de 26 de sept iembre de 2007, 
documento núm. 15 ). 

 

En d icho encuentro el Presidente de l  Gobierno español en ese 
momento, expresó su deseo de que hubiera otra resoluc ión de la  ONU 
con el s iguiente razonamiento “ Es muy importante contar  con una 
resolución. No es lo mismo actuar con e l la que s in el la. Sería  muy 
conveniente contar en el Consejo  de Seguridad con una mayor ía que 
apoyara esa resolución. De hecho, es más importante contar  con 
mayor ía que el que alguien emita el veto. Para nosotros, actuar s in 
mayor ía en el Consejo ser ía muy negat ivo “ .   

 

De igual modo, e l Sr . Aznar le mani festó al Sr . George W. Bush, que “ 
Lo que estamos haciendo es un cambio muy profundo para España y los 
españoles. Estamos cambiando la pol í t ica que el país había seguido en 
los ú lt imos 200 años “. (  E l País, 26 de sept iembre de 2007,  
documento núm. 15  ) . 

 

De igual manera, e l  Sr . Aznar, mani festó en esa reunión con el 
Pres idente norteamer icano, en a lusión a l  Presidente iraquí , que “ 
Sadam Husein no ha cooperado, no se ha desarmado, deber íamos hacer 
un resumen de sus incumplimientos y lanzar un mensaje más elaborado. 
Eso permit ir ía por ejemplo que México se moviera “ en relación a 
cambiar la postura del  Pres idente de México, Sr. Vicente Fox, contrar ia  
a la resolución. ( E l País  de 26 de sept iembre de 2007,  documento 
núm. 15  ) . 

 

Tras la reunión ce lebrada en Crawford, e l Sr . Aznar,  e l  día  18 de marzo 
de 2003 y en sede de l  Par lamento español , dec laraba que “ El acuerdo 
ha resultado imposible ante e l av iso re iterado de veto por parte de 
alguno de los miembros permanentes del  Consejo. A pesar de que 
repet idamente los t res pa íses copatroc inadores expresamos nuestra 
voluntad de diá logo y negociac ión de la propuesta, nos hemos 
encontrado una postura inf lex ible. No es la pr imera vez que el Consejo 
queda b loqueado por el uso pol í t ico del veto… Es urgente advert ir  de 
que se va a ap l icar ya la lega l idad internaciona l …”.  Estas pa labras de l 
ex Presidente del Gobierno español no se compadecían con la real idad 
de lo que se había hablado en la a ludida reunión de Crawford en la que 
la invasión ya estaba decidida y a pesar de todo el lo, manipuló dicha 
información en su declaración ante el pueblo español y acusó de nuevo 
a Iraq de t ratar de potenciar su armamento nuclear , a pesar del  
expreso desmentido real izado por el  Sr . e l  Barade i e l  día  7 y 8 de 
marzo de 2003. (El País de 26 de sept iembre de 2007,  documento 
núm. 15) . 
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En la misma rueda de prensa, el Sr . Aznar manifestó respecto de l uso 
de la fuerza que “ No se puede descartar  el  uso de la fuerza. Eso va a 
depender de que Sadam cumpla con sus obl igac iones.  Lo que sabemos 
hasta ahora es que no se ha cumplido, que no está dispuesto a destrui r  
su armamento de destrucción masiva y que sigue d ispuesto a ser una 
amenaza para la seguridad de la paz en el mundo “ .  (  E l País de 26 de 
sept iembre de 2007,  documento núm. 15  ) . 

 

Tras la reunión de l Sr . Aznar con e l Presidente de Gobierno inglés, Sr . 
Bla i r , e l  ex Pres idente del Gobierno español  mani festó, respecto de la  
actuación contra Sadam, que, “ Hace sólo pocas horas escuchamos a 
Sadam Husein decir  que no tenía ningún misi l  que v io lara sus 
obl igaciones con la ONU. Ahora dice que los destruirá. Hay que impedir 
ese juego crue l. Lo peor que podríamos hacer es mandar un mensaje de 
barra l ibre o v ía l ibre al terror ismo “. (  E l País de 26 de sept iembre de 
2007, documento núm. 15  ) . 

 

De igual manera, e l d ía 3 de marzo de 2003, t ras la ce lebración de la 
reunión de la Junta Direct iva de l PP, e l Sr. Aznar mani festó que, “ Para 
desencadenar una matanza bastan unos gramos de ántrax y un puñado 
de i luminados. A Sadam Husein le sobran ambos ingredientes: el ántrax 
y los i luminados “. (  E l País de 26 de sept iembre de 2007,  documento 
núm. 15) . 

 

E l Sr . Aznar mani festó en el  Congreso de los Diputados e l día  5 de 
marzo de 2003, que “ Se har ía un f laco favor servicio a la autor idad de l 
Consejo de Seguridad de la ONU si t res meses después de que la  
resolución 1441 conceda la últ ima oportunidad para desarmarse 
pací f icamente a Sadam Huse in, estamos d ispuestos a aceptar otros 
tantos meses más de mentiras “ .  (  E l País de 26 de sept iembre de 2007, 
documento núm. 15 ). 

 

E l 12 de marzo de 2003, el ex Presidente de Gobierno mani festó que “ 
El Gobierno español  trabaja para que el Consejo de Seguridad 
mantenga su respeto, su credibi l idad, y sea una garant ía para la paz “ . 
(  E l País de 26 de sept iembre de 2007,  documento núm. 15) . 

 

E l diar io “El  Mundo” informaba en su edic ión del 11 de marzo de 2003               
(  documento núm. 16  ) , que “Aznar considera legít imo atacar Iraq 
aunque la ONU vete su resolución” .  E l  presidente del Gobierno sostenía    
en unas declaraciones a Telecinco que una acción bél ica no carecería 
de cobertura legal ya que “todas las resoluc iones que obl igan a Sadam 
a desarmarse están v igentes”  y entre esas resoluciones se inclu ía la  
1.441 que ya hablaba de “graves consecuencias”  s i  Sadam Huse in no 
procedía al desarme. En una arenga di r ig ida a una audiencia mil i tar, e l  
pres idente Bush se encargaba de aclarar cua l era el grado de 
impl icación de l Gobierno español. Luego de citar a los “48 pa íses de la  
coa l ic ión” ,  destacó aquel los que aportaban algo más concreto que e l 
respaldo mora l. “Bush di jo que España, mencionada en últ imo lugar,  
tras Polonia,  Repúbl ica Checa, Rumania y Bulgaria , prestaba “apoyo 
log íst ico y humanitar io” (  crónica de Enr ic Gonzá lez, corresponsa l de “E l 
País”, edición del  27 de marzo de 2003, documento núm. 17 ). E l 
propio pres idente Aznar confirmaba a l d ía s iguiente, en declaraciones a 
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Onda Cero (  recogidas por la edición de “E l Mundo” del  28 de marzo de 
2003, documento núm. 18) que “España está part ic ipando en una 
coa l ic ión de carácter  pol í t ico,  de apoyo a la intervención en Iraq, pero 
part ic ipamos desde un punto de v ista de apoyo log íst ico y humanitar io” .   

 

 

 

 La cumbre de las Azores:  

 

Antes de la celebración de la Cumbre de las Azores, e l  domingo 16 de 
marzo de 2003, el Sr. Aznar real izó una ser ie de declaraciones públ icas 
que venían a just i f icar  la poster ior intervención mil i tar contra el pueblo 
iraquí . 

 

E l ex Presidente Aznar part ic ipó el domingo 16 de marzo de 2003 en 
una cumbre pol í t ica en las is las Azores junto con el Presidente de los 
Estados Unidos George W. Bush y el  Pr imer Ministro br itánico Tony 
Bla i r . Como resul tado de esa cumbre se emit ieron dos declaraciones, 
una sobre Irak t i tu lada “Ayudaremos a l pueblo iraquí” y otra sobre el  
lazo at lánt ico denominada “El compromiso con la so l idar idad 
transat lánt ica” ( edic ión de “E l Pa ís” del  17 de marzo de 2003, 
documento núm. 19  ) .  Aunque se ut i l iza un lenguaje p letór ico de 
eufemismos, la lectura de esos textos, a la  luz de los acontec imientos 
poster iores, pone en evidencia de que en esa reunión se a justaron los 
últ imos deta l les para atacar Iraq.  

 

E l pr imer texto, luego de un pro legómeno di r ig ido  a destacar la  
sensibi l idad democrát ica de los l íderes reunidos frente al  régimen 
brutal de Sadam Huse in, a f i rma: “En tales ci rcunstancias asumimos la 
obl igación solemne de ayudar al  pueblo i raquí a constru ir un nuevo 
Iraq, en paz cons igo mismo y con sus vecinos”  ( . . .)  El  pueblo i raquí  
merece quedar l ibre de la inseguridad y la  t iranía ( .. .)  Contemplamos 
un Iraq uni f icado, cuya integridad terr i tor ia l  sea respetada(. ..)En caso 
de conf l icto, tenemos la intención de buscar la adopción de forma 
urgente de nuevas resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas que reafirmen la integr idad terr i tor ia l  de Iraq ( .. .)  Cua lquier 
presencia mil i tar , de resultar necesaria , será temporal y encaminada a 
promover la segur idad y la el iminación de las armas de destrucción 
masiva( . ..)  Hacemos un l lamamiento a la  comunidad internacional  para 
que se unan a nosotros y nos ayuden a crear un futuro mejor para el  
pueblo iraquí” . 

 

En e l segundo texto se afi rma que: “Nos enfrentamos a decis iones 
dolorosas ( .. .)  hemos sido l lamados a hacer frente a un grave pel igro 
(.. .)  Nuestra Al ianza se basa en un compromiso común con la  
democracia , la l ibertad y e l Estado de Derecho” ( .. .)  Juntos haremos 
frente y venceremos las nuevas amenazas del s ig lo XXI”. 

 

En la Cumbre de las Is las Azores, e l  Sr. Aznar manif iestaba que “ El 
compromiso transat lánt ico por la democracia, por la l ibertad y por el 
Estado de derecho es impresc indible  como garant ía de la  paz y creo 
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sinceramente que no t iene al ternat iva “ ( E l País de 26 de sept iembre 
de 2007, documento núm. 15 ) . 

 

 

 

El ultimátum de Bush en nombre de la coalición que encabeza 
EE.UU.:    

 

E l  pres idente Bush, actuando por de legación de la coal ic ión que 
encabezaba, pronunció un discurso, e l martes 18 de marzo de 2003, 
otorgando un ult imátum a Sadam Husein. En e l discurso manifestaba: 
“Los Estados Unidos de Amér ica t ienen la autor idad soberana de usar la  
fuerza para asegurar su propia seguridad nacional” ( .. .)  ”El Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas no ha estado a la a ltura de sus 
responsabi l idades, así  que nosotros nos elevaremos hacia las nuestras” 
(.. .)  Sadam Husein y sus h i jos deben dejar Iraq en el p lazo de 48 
horas. Su negat iva a hacer los desencadenará un conf l icto mil i tar , que 
comenzará cuando nosotros lo e l i jamos” (. . .)  Cuando nuestra coa l ic ión 
les quite el  poder,  mandaremos los a l imentos y las medic inas que 
necesiten. Acabaremos con el aparato de terror y ayudaremos a que 
reconstruyan un nuevo Iraq, próspero y l ibre”.    

 

Debe recordarse también la intervención de la entonces Ministro de Asuntos 
Exter iores de España, Dª Ana de Palac io, ante Naciones Unidas,  haciéndose 
eco y defendiendo las pos ic iones favorables a la guerra de agres ión a Iraq, 
fundamentándolas en las menti ras relat ivas a las armas de destrucción masiva 
supuestamente en manos del  régimen de Sadam Huse in.  

 

 
 

 
SEGUNDO. Las consecuencias de la participación de España en la 
guerra de Iraq. 
 
 
La part ic ipac ión de España en la guerra i legal de Iraq acarreó trágicas 
consecuencias para la  ciudadanía española que se concretaron en los terr ib les 
atentados de l 11 de marzo de 2004 en Madr id, en los cuales fa l lecieron, 
víct imas de las bombas, 192 personas y resultaron heridas de d iversa 
consideración alrededor de 2.000. Dichos atentados const i tuyeron los más 
devastadores en la h istor ia de nuestro país e inc luso de toda Europa. No cabe 
la menor duda, después de l t iempo transcurr ido, sobre la relación causa-
efecto entre la part ic ipac ión de España en la guerra de Iraq y los atentados 
del 11-M. Sustentar dicha relación no s igni f ica en absoluto el menor at isbo de 
just i f icación para tan salvaje agresión a seres inocentes. Dicha conexión se 
demuestra, de forma especia l ,  en e l sumar io sobre los atentados y en la v ista 
oral del mismo. S i bien es c ier to que la Sentencia de la Audiencia  Naciona l no 
expl ic i tó dicha re lación,  no es menos cierto que varios de los condenados 
declararon de forma concluyente durante la vista que fue la presencia de 
España en Iraq el móvi l  de los sa lvajes atentados. Así mismo, los terror istas 
que se suicidaron en Leganés para no ser detenidos por la pol ic ía, 
re ivind icaban, en el  v ídeo encontrado e l 13 de marzo de 2004 en las 
proximidades de la mezquita de la M-30 (dos d ías después de los atentados), 
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aquel los hechos y los vinculaban expl íc i tamente con la presencia española en 
Iraq y Afganistán. También en un borrador manuscr ito por uno de los 
terror istas y en un fax enviado al per iódico “ABC” horas antes de l suicidio se 
estab lece aquel la relación.  F inalmente,  la Sentencia  núm. 503/2008, de 17 de 
jul io de 2008, s iendo Ponente el Excmo. Sr . D. Miguel  Colmenero Menéndez de 
Luarca,  dictada por este Tr ibunal Supremo en e l Recurso de Casación núm. 
10012/2008, interpuesto contra la  Sentencia  de 31 de octubre de 2007 de la 
Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Naciona l, recoge 
algunos razonamientos que permiten reforzar aquel la vinculación entre la  
part ic ipación en la guerra de Iraq y los atentados del 11-M en Madrid; amén 
de varias y extensas consideraciones sobre la vinculación de los autores de 
los mismos con Al-Qaeda, s i  bien resa ltando las específ icas caracter íst icas del 
terror ismo is lamista en orden, pr incipa lmente, a la organización, coordinación 
y autonomía de los d ist intos grupos que se rec laman del  mismo. Siendo harto 
conocido el l lamamiento de aquel la organización terror is ta a atacar a los 
ciudadanos y bienes de los países part ic ipantes en la invasión de Iraq. En la 
mencionada Sentencia  del  Tr ibunal  Supremo se cont ienen, entre otras, las 
s iguientes argumentaciones:  
 

 
 
“FD 5º. 2 
 
La procesada Mónica descr ib ió en sus declarac iones sumar ia les una 
discus ión con Fel ipe e l 26 de febrero de 2004 en la f inca de Morata de 
Tajuña, en presencia  del recurrente, en la que aquel sostuvo que 
formaban "e l e jérc ito más poderoso", just i f icó los atentados a las torres 
gemelas de Nueva York y las acc iones terror istas en pro de su re l ig ión 
y mani festó que "también estaban mur iendo inocentes en Irak con e l  
envío de las tropas españolas” . 

 
FD 40º, párrafo segundo 
 
En la sentenc ia de ins tanc ia ha s ido condenado como autor de un del i to  
de pertenenc ia a banda armada, grupo u organizac ión terror is ta a la 
pena de doce años de pr is ión. En e l hecho probado, ca l i f icándolo como 
una persona muy radical,  se d ice que "como miembro de una de las  
célu las terror is tas , tenía por mis ión adoctr inar ,  rec lutar y aux i l iar  a 
ind iv iduos para hacer la y ihad, entendida como comis ión de actos 
v iolentos de todo t ipo contra aquel que no comparta su v is ión radical y 
extrema del Is lam".También se recoge en los hechos probados que tras  
la explos ión y suic idio de los ocupantes del p iso de la CALLE000 núm. 
NUM270 ,  p lanta NUM271 ,puer ta NUM274 de Leganés, Juan Miguel y 
Jose Pedro se marcharon precip itadamente de España y para el lo 
fueron ayudados por José ,  quien e l 8 de marzo de 2004 se había 
tras ladado a v iv ir  a Santa  Coloma de Gramanet ,  Barcelona, a l saber 
que lo buscaba la pol ic ía. Que en marzo de 2005, José, conocedor de 
que Jose Pedro se había ido a Iraq y pretendía suic idarse en una 
acc ión terror is ta, encargó a un d isc ípulo suyo,  Pedro Franc isco -a l  que 
había propuesto que se marchara también a Iraq- que comprase un 
te léfono móvi l  para fac i l i tar  la  comunicac ión de aquel con su padre.  
Que real izó labores de adoctr inamiento con Pedro Franc isco, a l que 
pedía d inero para mandar a los y ihadis tas  y le adoctr inaba sobre la  
neces idad de luchar en Iraq y Afganistán, y que tenía re lac ión est recha 
con Fel ipe,  a l ias Gamba ,  con Rodolfo y  con Bruno ,  que iban a ver le 
con frecuencia a l mercado de Chamber í a l  f ina l de la jornada laboral,  
donde mantenían reuniones donde hablaban de la  neces idad de 
cometer acc iones v io lentas contra los in f ie les. As imismo frecuentaba e l  
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local de la  cal le Virgen del Coro gest ionado por Car los Alber to, en e l 
que tuvo numerosos encuentros con Oscar  .  
 
2.  En def in i t iva, puede cons iderarse que existe prueba bastante que 
acredita las re lac iones entre e l recurrente y Fel ipe y Rodolfo, ambos 
integrantes del  grupo de personas que se suic idó en e l p iso de 
Leganés; de sus reuniones, a l menos en a lguna ocas ión, con estas  
personas en la p lanta segunda del mercado de Chamberí ;  de sus 
re lac iones con Pedro Franc isco ,  así  como de que en e l año 2005 
trataba de inf lui r  en é l para que fuera a hacer la y ihad; de su encargo 
en 2005 para conseguir  un te léfono y fac i l i tar  la comunicac ión entre 
Jose Pedro y su padre, antes de que aquel  se suic idara comet iendo un 
atentado en Iraq. 

 
FD 75 
 
2.  En re lac ión a la  existenc ia de prueba de cargo,  el  Tr ibunal  c i ta ,  
espec ialmente, la dec larac ión del co imputado luego absuelto, Marcos, 
sobr ino del  recurrente, quien af irma que le contó que pertenecía a Al-
Qaeda; observó como guardaba una importante cant idad de d inero 
donde ya había más,  dic iéndole que era para ayudar a la y ihad; le 
mostró v ideos de acceso rest r ing ido donde aparecían inc luso e l  
degol lamiento de una persona; le había in tentado convencer  de la 
bondad de las tes is radicales ter ror is tas ; le había inv itado a hacer la  
y ihad en Afganis tán, y  le af irmó que sabía que José Ángel  había podido 
huir  de España y que los atentados de Madr id le parecían poco. 
 
En este sent ido, la búsqueda de ayuda en el recurrente por par te de 
dos huidos de la Pol ic ía en re lac ión a los atentados ter ror is tas de 
Madr id,  avala las  af irmac iones relat ivas a su pertenenc ia a Al-Qaeda. 
La corroborac ión se refuerza s i se t iene en cuenta que según e l 
co imputado, e l recurrente le había mani fes tado que José Ángel había 
encontrado el camino para huir  de España y que Dios le había ayudado,  
lo que coinc ide con e l conoc imiento que podía tener e l recurrente a 
través prec isamente de la ayuda prestada a l menc ionado José Ángel y  
lo re lac iona con los  atentados de Madr id. ” 
 
 

 
 
TERCERO. Relativo a la comisión de crímenes de guerra. 
 
 
Estados Unidos, -que fue e l Estado que l levó la  inicia t iva mil i tar  por el caudal 
de tropas que aportó- definió y ap l icó una estrategia de “shock and awe” 
( impacto y pavor)  d ir ig ida a int imidar y atemor izar a la población c iv i l  i raquí , 
con la expectat iva de provocar un levantamiento de la poblac ión y una ca ída 
del rég imen. 
 
Los t rág icos resultados de esa estrategia se hic ieron vis ib les transcurr idos los 
pr imeros días de bombardeos sobre Bagdad y otras ciudades. Agotados los 
objet ivos mil i tares y ante las pr imeras di f icultades bé l icas, comenzaron los 
bombardeos masivos sobre instalaciones civi les y barr ios res idencia les de la  
población. La muerte de civi les que se encontraban en sus v iv iendas,  en e l 
mercado, o en otros lugares públ icos, ca l i f icados eufemíst icamente de “daños 
co laterales” por e l mando norteamericano, no pueden atr ibuirse a “errores 
involuntar ios”. La cant idad y extens ión de esos “errores” demuestra que se 
trataba de l coste asumido de una estrateg ia calculada. Era la consecuencia 
necesaria de adoptar la técnica de impacto y pavor que no hace más que 
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recoger el v ie jo pr incipio de C lausewitz:  “.  .  .  quien usa la  fuerza con 
crue ldad, s in retroceder ante el derramamiento de sangre por grande que sea, 
obt iene una ventaja sobre e l adversar io”.(“De la Guerra”,  pág.32) .  
 
Se ut i l izaron armas que provocaron graves consecuencias para el medio 
ambiente y la sa lud de la población (balas recubiertas con uranio 
empobrecido),  bombas de rac imo, o poderosas bombas (consideradas mini-
nucleares)  que se lanzaron en c iudades habitadas. 
 
Aunque dichos hechos se han seguido rea l izando con poster ior idad, para lo 
que aquí importa, también se e jecutaron mientras duró la part ic ipación de 
España en la  guerra de Iraq.  
 
Se reproducen a cont inuación, a t í tulo meramente e jempl i f icat ivo pero 
suf ic iente en esta fase del proceso, a lgunos pasajes que f iguran en el informe 
“Evaluación de los ataques contra poblac ión civ i l  de Bagdad l levados a cabo 
por los Gobiernos de EE.UU, Reino Unido y países al iados entre los d ías 20 de 
marzo y 5 de abr i l  de 2003” ,  e laborado el 26 de abr i l  de 2003 por e l “Grupo 
de br igadistas del Estado español contra la guerra”, mediante comprobaciones 
sobre el terreno hasta que la s i tuación de guerra e invasión les obl igó a 
abandonar Iraq. Dicho informe mereció el  e logio expl íc i to del Fiscal de la  
Corte Penal Internaciona l por su r igor , precis ión y objet ividad y const ituyó, 
durante los pr imeros d ías de la invasión, el mejor acopio de información veraz 
al que acudían numerosos medios de comunicación españoles y extranjeros.  
Debe l lamarse la atención sobre e l breve período de t iempo al que se refiere 
dicho informe, lo cual  reve la s in lugar a dudas la brutal idad de los ataques 
claramente inmersos en la estrategia de EE.UU. denominada “shock and awe”   
( impacto y pavor), dest inada a conseguir cuanto antes el colapso del régimen 
de Sadam Husein, s in vac i lar ante los costes en vidas humanas y destrucción 
que aquel la causaría . Por su alto valor probatorio se adjunta dicho 
informe como documento núm. 20 y se propondrá en su momento la 
declaración como test igos de var ios de sus autores. 
 

 
“ATAQUES DOCUMENTADOS CONTRA POBLACIÓN CIVIL (pág. 9) 
1.  Al -Qadisiya (22 de marzo) 
2.  Al -Sha’ab (24 de marzo) 
3.  Aadamiya (24 de marzo) 
4.  Aeropuerto Internacional  Sadam (24 de marzo) 
5.  Bagdad Centro (25 de marzo) 
6.  Al -Yusi f ia  (25 de marzo) 
7.  Al -Rashid (25 de marzo) 
8.  Y isr id ia l  (25 de marzo) 
9.  Al -Sha’ab (26 de marzo) 
10. Al -Rashid (26 de marzo) 
11. Al -Yusi f ia  (26 de marzo) 
12. Al -Sha’ab (28 de marzo) 
13. Shu’a la  (28 de marzo, pr imer ataque) 
14. Shu’a la  (28 de marzo, segundo ataque) 
15. Ahel  (28 de marzo) 
16. Al -Sha’ab (29 de marzo) 
17. Al -Qahira (29 de marzo) 
18. Palest ina (29 de marzo) 
19. Sumer (29 de marzo) 
20. Yisr idia l  (29 de marzo) 
21. Palest ina (30 de marzo, pr imer ataque) 
22. Palest ina (30 de marzo, segundo ataque) 
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23. Safaraniya (30 de marzo) 
24. Al -Amin (31 de marzo) 
25. Shorta Rabaa (31 de marzo) 
26. Al -Sweeb (31 de marzo) 
27. Al -Baya (31 de marzo) 
28. Fdei l ia  (31 de marzo) 
29. Abu Dshir  (1 de abri l)  
30.  Al -Suera (2 de abr i l)  
31.  Medina Sadam (2 de abri l)  
32.  Ad-Dora (2 de abr i l)  
33.  Al -Sweeb (2 de abri l)  
34.  At-Turaz (2 de abr i l)  
35.  Bagdad Sur (3 de abri l)  
36.  Al -Yusi f ia  (3 de abri l ,  pr imer ataque) 
37. Al -Yusi f ia  (3 de abri l ,  segundo ataque) 
38. Al rededores del Aeropuerto Internaciona l  Sadam (3 de abri l )  
39.  Raduania (3 de abri l)  
40.  Al rededores del Aeropuerto Internaciona l  Sadam (4 de abri l )  
41.  Furat (5 de abr i l)  
42.  Bagdad Dj id ida (5 de abri l)  
… 
 
Material  y métodos 
 
Todos los casos de ataques a poblac ión c iv i l  aquí consignados lo han 
sido de manera directa por el grupo de br igadistas durante su estancia 
en Bagdad, por medio de la cumplimentación de 114 encuestas a 
víct imas superviv ientes de estos ataques o fami l iares suyos test igos 
directos de lo acontec ido, todos el los c ivi les.  Exclusivamente en e l caso 
de algunos ataques ya previamente documentados por la br igada, 
hemos completado este informe incluyendo algún dato del mismo 
suceso recogido por el grupo del Iraq Peace Team, con el que 
intercambiábamos información durante nuestra estancia en Bagdad en 
las semanas de guerra. 
 
Asimismo, a l f ina l de este informe se contrastan los casos de ataques 
en é l incluidos con los recogidos por la in ic iat iva br itánica denominada 
Iraq Body Count Project , que está procurando establecer un ba lance de 
víct imas mortales de la invasión anglo-estadounidense en todo Iraq a 
part i r  de datos provenientes esencia lmente de los medios de 
comunicac ión. 
 
Dos han s ido las fuentes de información directa empleadas en la 
elaboración de este informe: los hospita les y los propios lugares  
atacados. En pr imer lugar, desde el inicio de los bombardeos, 
vis i tábamos cada mañana al menos uno o dos de los hospita les de la 
capita l que rec ib ían a los heridos y muertos de los ataques, procurando 
establecer un muestreo al azar que permit iera obtener conclusiones 
signi f icat ivas sobre la  distr ibución terr i tor ia l  y caracter íst icas de los 
ataques. Los cinco hospita les regularmente v is i tados —
aproximadamente un 10% de los 40 existentes en Bagdad— fueron: 
 
a) Hospita l a l-Kind i, en e l distr i to de Pa lest ina, a l este de la c iudad, 
margen izquierda del  r ío Tigr is  (300 camas).  
b) Hospita l  Universitar io a l-Yarmuk (1.200 camas), entre los distr i tos de 
Ma’amun, Yarmuk y Qadis iya,  a l  sur  de Bagdad, en su margen derecha. 



 16 

c) Ciudad Sani tar ia  Sadam (cuatro hospita les especia l i zados con unas 
600 camas cada uno de el los) , d ist r i to de Aiwadhiya,  a l norte de la 
ciudad, en su margen izquierda. 
d) Hospita l a l-Nouman, en e l distr i to de Aadamiya y próximo al de al-
Kadimiya,  a l  noroeste de la  ciudad, en su margen izquierda. 
e) Hospi ta l  Medina Sadam, en el barr io del  mismo nombre, a l nordeste 
de la  ciudad, margen izquierda del  Tigr is. 
 
Estos cinco centros cubren adecuadamente todo e l área de Bagdad. 
La información recogida en estos hospita les v is i tados inc lu ía el  
test imonio de los propios 
her idos o, en caso de gravedad o s i  se t rataba de menores,  de sus 
famil iares, así como los datos de los histor ia les c l ínicos, todo el lo 
obtenido gracias a la colaborac ión de l personal sanitar io raquí. E l hecho 
de que var ios miembros de nuestra br igada tengan formación sanitar ia  
ha permit ido caracter izar adecuadamente la  información aportada por 
los profes iona les iraquíes. En los casos de ataques reseñados a 
cont inuación se apreciará que fa lta en ocas iones la f i l iación de las 
víct imas, hora de l ataque u otros datos de interés. E l lo se debe a que 
las entrevistas con los heridos o sus acompañantes, y con el propio 
personal sanitar io del hospita l ,  se real izaban habitua lmente a las pocas 
horas de ingresadas las v íct imas de l ataque, en condiciones que, por 
consideración hacia los afectados o por nuestra propia tensión, a  veces 
imposibi l i taban una adecuada cumpl imentación de todos los datos.  
 
E l cuest ionar io inclu ía: nombre y apel l idos del entrevistado; edad; 
sexo; profes ión o nivel de estudios cursados; fecha de l ingreso, 
hospita l y médico de referencia; heridas; lugar, fecha y hora del ataque 
en el  que había s ido herido y circunstancias del mismo; otros fami l iares 
o vecinos her idos o muertos en e l mismo ataque; otras informaciones 
de interés. 
 
Por e l lo, cuando era posib le, la información recogida en los hospita les 
se completaba con entrevistas más prolongadas con las famil ias 
afectadas, real izadas co lect ivamente unos d ías después de producido el  
ataque, habitua lmente en casas de parientes donde habían sido 
acogidos, y que nos permit ían además mostrar nuestro interés sobre la 
recuperación de los heridos o el  duelo por los fa l lecidos, a le jados ya de 
la tensión inevi tab le de las v is i tas hospita lar ias. Era práct ica habitual  
de los facultat ivos iraquíes dar muy rápidamente de al ta a los heridos 
no extremadamente graves, incluso recién operados, a  f in de l iberar 
cada día camas para los nuevos heridos en los ataques cont inuos que 
sufr ía Bagdad. 
 
En segundo lugar, esta información inmediata y d irecta de las víct imas 
era complementada con los datos aportados por los residentes de los 
lugares bombardeados, a los que acudíamos habitualmente a las pocas 
horas de producirse e l ataque y a los que en ocasiones retornábamos 
en días poster iores a f in de entrevistarnos con los vec inos de famil ias 
afectadas a las que no habíamos podido loca l izar en nuestras vis i tas 
hospita lar ias. 
 
La reconstrucc ión de las histor ias famil iares de las víct imas de los 
bombardeos ha s ido labor iosa y en ocasiones infructuosa. Debido a la 
destrucción sistemática de los centros de telecomunicaciones de la 
mayor ía de los barr ios de Bagdad (en ocasiones bombardeados hasta 
tres veces en días consecut ivos, como el  de Aadamiya), cuando se 
producía un ataque, ante la imposib i l idad de avisar a las ambulancias 
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para la recogida de las v íct imas, los famil iares y vecinos transportaban 
a los heridos y agonizantes a d ist intos hospita les que, a l  estar 
igualmente incomunicados entre s í ,  no podían informar a los fami l iares 
sobre sus respect ivos ingresos. 
 
La información inclu ida a cont inuación no debe ser considerada 
exhaust iva de los casos de ataques contra poblac ión civi l  en Bagdad 
l levados a cabo por las fuerzas anglo-estadounidenses, pero s í  
s igni f icat iva sobre su ampl itud, s istemat ic idad y gravedad en cuanto a 
número de v íct imas civi les y daños materia les causados por los ataques 
anglo-estadounidenses. 
 
Como hemos indicado, este informe cubre los 17 pr imeros días de 
bombardeos y ataques terrestres en el área de Bagdad8. Hasta el  
jueves 3 de abr i l  pudimos desplazarnos fuera de Bagdad, inc lu ida su 
peri fer ia suroccidental, por donde se producían los intentos de 
penetración estadounidenses, vis i tando ese mismo d ía una aldea 
bombardeada con anter ior idad, Yisr idia l .  A part i r  de esa fecha y hasta 
el mismo miércoles 9 de abri l  pudimos aún cruzar a l otro lado de la  
ciudad ( la margen derecha u occidental ,  a l-Kar j) , ya parcia lmente 
ocupada por los estadounidenses. 
 
Sin embargo, a  part ir  del 4 de abri l ,  los intens ís imos combates pr imero 
por la toma del Aeropuerto Internaciona l Sadam (s ituado al suroeste de 
Bagdad) y después por la ocupación de los barr ios de la margen 
derecha de l Tigr is, co lapsar ían defin it ivamente los hospi ta les en ambos 
lados de la ciudad, imposibi l i tando nuestra tarea de recogida de 
información deta l lada sobre las víct imas durante los d ías f inales del 
asalto a Bagdad. Además, desde el d ía 3 de abr i l ,  la total idad de 
Bagdad quedó sin suministro eléctr ico por el bombardeo de al menos 
cuatro centra les eléctr icas de su peri fer ia , di f icu ltando aún más el  
trabajo en los hospita les,  que dependían para el mantenimiento de una 
act iv idad cada vez más intensa de generadores nsuf ic ientes. 
 
En nuestra últ ima vis i ta a l hospi ta l a l -Yarmuk, e l día 4 de abri l ,  se nos 
informó de que e l 
número de her idos ingresados se había mult ip l icado en las ú lt imas 
horas por cinco. Nuestra propia percepción de la  intens idad de los 
combates y los test imonios poster iores de quienes los habían sufr ido 
directamente nos permite afirmar que la ocupación de la parte 
suroccidental de Bagdad ocas ionó un muy e levado número de v íct imas 
civi les, a las que ha de añadirse la de los mil ic ianos y so ldados iraquíes 
que part ic iparon en la defensa de Bagdad. 
 
En nuestras v is i tas a los hospita les de Bagdad durante las t res semanas 
de guerra, hemos encontrado en todo momento un cuerpo profesiona l  
sanitar io abnegado, sol íc i to y extremadamente eficaz, y el lo pese a la 
precar iedad de medios impuesta por 12 años de sanciones 
internaciona les y la  grave si tuación provocada por los cont inuos 
ataques contra la  ciudad y la destrucción de su infraestructura civ i l .  
 
… 
 
Con e l paso de los d ías, e l  número de víct imas mortales y la  gravedad 
de las heridas de los superviv ientes fue aumentando: s i  los pr imeros 
her idos lo fueron por derrumbe de edi f ic ios, avanzada la guerra 
pudimos constatar que la mayoría lo eran por los efectos de la metral la  
—extremadamente mort í fera— y del  fuego. Descr ipc iones de afectados 
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y del personal sanitar io iraquí confirman que fueron ut i l i zadas bombas 
de fragmentación (o de racimo), ta l  y como se indica en este informe. 
 
… 
 
7 .-  A l-Rashid (25 de marzo) 
Un ataque con bombas de rac imo destruye siete casas en un área de 
300 metros, causando cuatro muertos (nombres no consignados) , según 
nos informan en e l lugar del ataque, en al -Rashid, un barr io céntr ico a l 
oeste de Bagdad, en su margen derecha, próximo a los de al-Mansur, 
a l-Ma’amun y a l-Yarmuk. 
El 29 de marzo, vis i tamos en el hospita l a l -Yarmuk a Nagar Amair , una 
joven de 25 años,  herida en este ataque por metra l la en el  tórax. 
 
8.- Yisr idia l  (25 de marzo) 
Yisr id ia l  es una aldea situada a 12 ki lómetros al este de Bagdad, en e l 
distr i to de Nahrawaan,cerca del puente de Diya la, por la carretera que 
l leva a a l-Kut. Es una zona de regadío (maíz), palmerales y ganadería 
vacuna, atravesada por uno de los canales del T igr is, con casas 
distantes entre sí  o agrupadas de dos en dos. Una de estas casas era la 
de Hachemi Abdul lah (h) , de 60 años, of ic ia l  e lectric ista . A las 16:30 
horas del día 25 de marzo al menos un proyect i l  impacta en su casa, 
donde se encuentra junto a 20 miembros de su fami l ia , de los cuales 
cuatro resul tan muertos y 10 heridos. Los fa l lecidos son: 
- La esposa de Hachemi Abdul lah (nombre no consignado). 
- Su hi ja Hanna Hachemí 
- Su nieta Sahra Adnane de ocho años de edad. 
- Nada Najim, de 18 años, esposa de Kha led Ajim, sobr ino de Hachemi 
Abdul lah. 
Los her idos son tres nietos de Hachemi Abdul lah, vis i tados en el  
hospita l  a l -K indi e l  31 de marzo: 
- Nada Adnane (m), de 14 años: presenta heridas por metra l la en 
ambos brazos,  tronco y cara. 
- Rana Adnane (m), de nueve años: presenta heridas por metra l la en 
brazo izquierdo. 
- Muhammad Adnane (h) , de cuatro años: con heridas por metra l la en 
cabeza y oreja 
izquierda. 
Otros afectados, v is i tados en el domici l io  de la fami l ia Mushair, cuñado 
de Hachemi Abdul lah, e l 2 de abri l ,  son: 
- Samir Mushair (h) , de 26 años, veter inar io: presenta fractura de brazo 
derecho y múlt ip les heridas en cabeza, tronco y extremidades. 
- Riad Mushair (h), de 27 años,  administrat ivo: con heridas por metral la 
en mano derecha. 
- Ahmed Mushair (h),  de 18 años, estudiante: con fractura de brazo 
derecho y her idas por metra l la en cabeza. 
- Rasha Mushair  (m),  de 20 años, estudiante de Administración: con 
her idas por metral la en cabeza, mano izquierda y pierna derecha. 
- Omar Mushair (h) , de 13 años, escolar: presenta herida por metral la  
en codo derecho. 
- Kha led Ajim (h) , de 23 años, administ rat ivo en una empresa e léctr ica: 
con herida por 
metra l la en cabeza. 
- Y el propio Hachemi Abdul lah: presenta her idas por metra l la en 
cabeza, rod i l la  derecha y pierna izquierda. 
Poster iormente, e l día 3 de abr i l ,  vis i tamos la casa de Hachemi 
Abdul lah en Yisr idia l .  Se trata de una casa de dos plantas. La superior 
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se hal la completamente derrumbada, cubriendo los escombros la 
escalera de acceso a la misma. Nos informan que fue en ese lugar 
donde mur ió la esposa de Hachemi. Puertas y ventanas han 
desaparecido. E l techo de la habitación pr inc ipal  de la casa presenta un 
boquete de unos tres metros de d iámetro y en el  sue lo se aprecia  el 
cráter producido por la explos ión. Otro boquete de s imi lares 
caracter íst icas se abre en el techado de l porche, lo que hace pensar en 
dos impactos. 
En la casa adyacente, en la que v ive la famil ia de Ahmed Hassan, 
sobrino de Hachemi 
Abdul lah, e l matr imonio y sus hi jos nos relatan que la tarde del ataque 
escucharon dos 
explosiones y cómo se procedió al salvamento y e l t ras lado de her idos. 
 
… 
 
10.- Al -Rashid (26 de marzo) 
Una bomba de rac imo —según descr iben afectados de l ataque— mata a 
la madre y h iere a las tres hermanas de Omar Ahmed, niño de cinco 
años de edad, quien presenta trauma abdomina l. 
Vis i tamos a Omar en el hospita l a l -Yarmuk el 29 de marzo, s iendo 
atendidos este día  por el doctor  Ahmed Abulah. 
En el mismo ataque resulta herido Ahmed Assad, n iño de 8 años de 
edad, que sufre heridas por metral la en cuel lo, estómago y p ierna 
derecha. Se nos informa que también resul taron heridos su padre (que 
sufre amputación de un pie), su madre y su hermana de 16 años (que 
presenta heridas por metra l la en pared torácica y espa lda), de quienes 
no tenemos consignados los nombres. 
 
11.- Al -Yus if ia (26 de marzo) 
Un nuevo ataque (hora no consignada) en este suburbio de l sur de 
Bagdad con bombas de racimo causa cuatro muertos y 26 heridos 
(nombre no cons ignado). Uno de e l los es Salaam Ahmed (h) , de 40 
años, quien presenta herida abdomina l por metral la que requir ió 
laparotomía y se encontraba en situación cr i t ica . Vis itamos a Salaam en 
el hospita l  a l -Yarmuk el 29 de marzo. 
 
… 

 
13.- Shu’a la (28 de marzo, pr imer ataque) 
A las 16:00 horas un proyect i l  impacta en medio del mercado l lamado 
al-Naser de este suburbio de la peri fer ia noroccidental de la ciudad, 
mur iendo 53 personas. Vis itamos e l lugar e l 29 de marzo. Se t rata de 
un barr io muy populoso y humilde, de casas v ie jas, con poblac ión 
mayor itar iamente shi ’ í .  E l  impacto se aprec ia en el suelo, en el lugar 
donde se si túan los puestos de venta: e l cráter en el asfalto t iene un 
metro de profundidad y unos tres de diámetro. Los edi f ic ios próx imos, 
de una so la planta,  que a lbergan pequeños comercios presentan 
innumerables impactos de metral la y todas sus puertas destrozadas. A 
un lado de la p laza, junto a las casas, observamos sendos charcos de 
sangre y restos humanos adher idos a una farola por el impacto de la 
metra l la que, según informan los vec inos, destrozo la cabeza de una de 
las v íct imas. 
A cont inuación v is i tamos el hospi ta l a l -Nur de la misma barr iada, donde 
ingresan 45 her idos del ataque y reciben 41 cadáveres.  El doctor 
Mahmud Shihab nos informa que se real izaron 30 intervenciones 
quirúrgicas (t res pacientes fa l lecieron durante las mismas) y durante la 
vis i ta a lgunos her idos cont inuaban en quirófano. Asimismo nos informa 
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de la muerte en el ataque de 25 niños que jugaban al fútbol junto al  
mercado en e l momento de la  explos ión. Refiere que la  mayor parte de 
los heridos eran niños y ancianos, la  mayoría de e l los por metral la. En 
el hospita l  nos entrevistamos con: 
- Sadam Ezien (h),  de 20 años, que sufre amputación de l brazo 
izquierdo cuando compraba fruta en el  mercado. 
- Zaina Kadhea (h) , de 14 años, con her idas en pierna y cabeza y un 
brazo roto. 
- Ra ison Zait  Mohamed (h) , de 55 años, con un brazo roto. 
Según informa el doctor Shihab, otros heridos tuvieron que ser 
derivados a l hospita l  de al - Kadimiya por la  gravedad de sus her idas. 
 
… 
 
24.- Al -Amin (31 de marzo) 
Entre las 14:30 y las 15:00 horas a l menos un proyect i l  lanzado desde 
aviones impacta en este modesto barr io de la per i fer ia suroccidental de 
Bagdad. En el lugar de los hechos los vecinos nos relatan como vieron 
explosionar el misi l  o la bomba en el a ire  y fragmentarse en otras, 
destruyendo un total  de siete casas. Nos muestran var ias p iezas y 
fragmentos del proyect i l  con las s iguientes inscr ipciones: X2N8902, 
MADE IN USA, 8642. RADOM NOT PAINT, SEASTROM, RESEAR 01 1365S, 
YAW A2MP3 9003 ASS y MFR 9621. 
En el ataque, Haeden Abdul Mohamed pierde a t res de sus hi jos: 
Mohaned (h), de 18 años, Mohamed, adolescente de 13 años, y Ahmed 
Abdul Husse in de 7 años.  Haeden informa que uno de sus hi jos mur ió 
cuando iba de camino a casa de su t ío, que otro estaba en la puerta de 
la casa y e l tercero en e l pat io.  Comenta que también hubo numerosos 
her idos. Por su parte, Al i  Nassar Abrid, adolescente de 13 años, nos 
informa que dormía en la segunda p lanta de una de las casas, y que 
despertó por e l bombardeo cubierto de sangre. As imismo, Mustafa 
Abdul Husein, un niño de 5 años, había s ido hospita l izado con graves 
her idas por metra l la en abdomen. Otra de las bombas cae en la casa 
cont igua a l domici l io  de Fadel Abdelaz iz ,  un hombre de 43 años, 
carpintero de profesión, que se encontraba solo en casa en ese 
momento y a quien entrevistamos en el hospita l a l -Yarmuk e l 1 de abri l .  
Fade l sufre heridas por metral la con perforación de intest ino de lgado y 
co lon, que requiere laparotomía y co lostomía. Nos ind ica desconocer la 
suerte de sus vecinos.  
 
… 
 
36.- Al -Yus if ia (3 de abri l ,  pr imer ataque) 
En el pr imer caso registrado de ataque en t ierra en la  peri fer ia de 
Bagdad, el  vehículo en e l que via ja Abbas Zenchel  (h) , de 45 años, 
funcionar io del minister io de la Vivienda, y un acompañante es 
ametra l lado por so ldados estadounidenses en el cruce Suera-al -Yus i f ia , 
a 40 ki lómetros de Bagdad. Su acompañante resulta muerto (de nombre 
no consignado), mientras que Abbas rec ibe un impacto de ba la en 
abdomen. Nos relata que caminó cinco k i lómetros herido hasta que fue 
recogido por civi les y tras ladado al hospita l .  
 
37.- Al -Yus if ia (3 de abri l ,  segundo ataque) 
La aldea es bombardeada a medianoche. E l 4 de abri l entrevistamos en 
el hospi ta l a l-Yarmuk a Jabar Hammas (h),  de 67 años, granjero, quien 
resulta her ido cuando supervisaba su ganado. 
Presenta her idas por metral la  en abdomen y tórax con fracturas 
costa les. Jabar desconoce la s ituación y paradero de su famil ia. 
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Describe e l ataque como “una l luv ia de pequeñas bombas”,  en lo que se 
deduce eran bombas de racimo. 
 
… 
 
RESUMEN Y CONCLUSIONES 
 
Número de ataques 
 
A part i r  de las 114 encuestas indiv iduales de personas her idas, este 
informe documenta 42 ataques l levados a cabo por las fuerzas anglo-
estadounidenses en e l  área metropol i tana de Bagdad en 17 días, entre 
el 20 de marzo y 5 de abr i l  de 2003. El lo supone una media de entre 
dos y t res ataques diar ios. Los ataques se producían a cualquier hora 
del día y de la noche. No están incluidos los poster iores a esa fecha del 
5 de abri l ,  los l levados a cabo para la toma de la  parte suroccidental de 
la ciudad, s in duda los más intensos,  que necesariamente debieron 
producir un número muy e levado de her idos y muertos entre los 
residentes civ i les de estos barr ios. 
 
Distr ibución espacia l de los ataques 
Como muestra e l informe, toda el  área metropol i tana de Bagdad fue 
intensamente bombardeada, tanto barr ios de la zona urbana de la 
ciudad como suburbios de su peri fer ia y, en a lgunos casos, pueblos 
cercanos. El  Anexo I muestra 28 lugares atacados por medio de 
bombardeos aéreos, lanzamiento de misi les o que sufr ieron fuego 
terrestre. 
 
Naturaleza de los objet ivos 
 
En ningún caso, sa lvo en los ataques contra el Aeropuerto Internacional  
Sadam y sus 
alrededores (cuatro de los 42 casos aquí  presentados) , pudimos 
ident i f icar insta lac ión 
gubernamental o mil i tar a lguna en las prox imidades de los lugares 
bombardeados que pudiera expl icar el a taque. 
 
Reiterac ión de los ataques 
 
Se registran var ios casos de bombardeos re i terados sobre determinados 
puntos de la ciudad. Así , e l  barr io cuatro ataques en 10 d ías, dos de 
el los en la misma fecha, el 3 de abri l ; en el de Palest ina tenemos datos 
de t res bombardeos, los días 29 y 30 de marzo. 
 
Tipo de armamento ut i l izado 
 
Lo ataques aquí presentados lo fueron por bombardeo aéreo, 
lanzamiento de mis i les de crucero y ataque terrestre. Pese a haber ser  
s ido test igos de ataques de he l icópteros Apache en la mañana del día 9 
de abr i l  en nuestra zona de res idencia , no hemos cons ignado test imonio 
de víct imas producidas por este t ipo de armamento. 
 
De los test imonios de las v íct imas y supervivientes de los bombardeos,  
así como del  personal  sanitar io, cabe considerar como plaus ib le que las 
fuerza anglo-estadounidenses ut i l i zaron, a l menos en c inco ocasiones 
aquí consignadas,  bombas de fragmentación o de rac imo, prohibidas 
por la  legis lación internacional. 
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… 
LA ESTIMACIÓN DE LAS VÍCTIMAS MORTALES: 
COMPARACIÓN CON LOS DATOS DE ‘ IRAQ BODY COUNT PROJECT’  
 
Hemos cumpl imentado un tota l de 114 encuestas de personas her idas.  
A part ir  de sus 
test imonios di rectos o de sus famil iares, así  como de las informaciones 
faci l i tadas por e l 
personal  sani tar io de los hospi ta les vis i tados,  hemos podido 
documentar un total  de 204 
víct imas morta les y 583 her idos en los ataques refer idos en este 
informe, todos el los civi les. La media por ataque es de 4,53 muertos y 
12,95 her idos. Cabe señalar la aniqui lac ión en var ios casos de famil ias 
completas, y el  gran número de huérfanos. 
 
E l Departamento de Defensa estadounidense ha ind icado que no 
proporc ionará una est imación f ina l sobre el  número de víct imas civi les  
ni mi l i tares iraquíes. La últ ima ci f ra ofic ia l  i raquí de civ i les muertos —
1.254— corresponde a l 3 de abri l ,  es decir , antes del asalto f inal contra 
la capi ta l y de los más intensos ataques y combates. Por su parte, la  
in ic iat iva Iraq Body Count Project establece un número mínimo y 
máximo de civ i les muertos a part i r  de datos provenientes esencia lmente 
de medios de comunicación internacionales, respect ivamente, 1.930 y 
2.377 a 25 de abr i l .  Durante el per íodo que cubre este informe (del 20 
de marzo al 5 de abr i l) ,  e l  Iraq Body Count Project da cuenta de 14 
ataques (de el los, se is s in especi f icar) , con un total mínimo de 180 
muertos y máximo de 215, según las di ferentes agencias o medios de 
comunicac ión que refieren los ataques: 
- 21 y 22 de marzo, bombardeo de edif ic ios gubernamentales no 
especi f icados: entre 0 y 3 muertos. 
- 24 de marzo,  ataque con mis i les en el  barr io de a l-Azamiyah, oeste de 
Bagdad: 5 muertos. 
- 24 de marzo, ataque no especi f icado, a l mediodía , a l  norte de 
Bagdad: 5 muertos. 
- 26 de marzo, ataque con dos misi les a l mediodía en al -Sha’ab: entre 
14 y 15 muertos. 
- 26 de marzo,  ataque aéreo, Bagdad (sin especi f icar):  21 muertos. 
- 27 y 28 de marzo, ataques aéreos contra la torre de comunicaciones 
de al -A lwya: 7 muertos. 
- 28 de marzo, ataque aéreo contra el mercado al-Naser (Shu’a la): 
entre 34 y 62 muertos. 
- 28 y 29 de marzo,  ataques aéreos en Bagdad (sin especif icar):  6 
muertos 
- 29 de marzo, ataque con mis i les en e l área de al -Janabi in: 20 
muertos. 
- 30 de marzo, ataque con misi les en Zafraniya (o Safaraniya): 6 
muertos. 
- 31 de marzo,  ataque aéreo en el  barr io de al-Amin: 6 muertos. 
- 31 de marzo y 1 de abri l ,  ataques aéreos en Bagdad (sin especi f icar): 
24 muertos. 
- 2 de abri l ,  ataque aéreo contra la Fer ia  de Muestras de Bagdad y 
maternidad de l Creciente Rojo Iraquí:  27 muertos. 
- 3 de abri l ,  ataques aéreos en Bagdad (sin especi f icar): 27 muertos. 
 
… 
 
La segunda cons ideración, que se desprende de la anter ior,  es que la 
est imación de víct imas mortales aquí presentada puede ser cons iderada 
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como moderada, a l igual que l  e l  Iraq Body Count Project. La ci f ra de 
muertos contabi l i zados en este informe a part ir  de test imonios di rectos 
de her idos, famil iares y vecinos (204) se si túa entre los va lores mínimo 
y máximo del I raq Body Count Project (180 y 215, respect ivamente), 
pese a que el número de ataques consignados en su web sea menor. En 
las vis i tas a los lugares atacados hemos podido conf irmar, por las 
dimensiones de los cráteres provocados por los impactos de las bombas 
o de los misi les, que la recuperación o la  ident i f icación de los 
cadáveres era imposible . De igua l manera, se acumulaban en las 
morgues de los hospita les t rozos de cadáveres de imposib le 
ident i f icac ión indiv idual. Además, en muchas ocasiones los heridos, 
famil iares o vecinos no podían dar cuenta de la suerte de sus a l legados 
o conocidos t ras un ataque: la  imposibi l idad de avisar  a las ambulancias 
tras el  impacto debido al corte de las l íneas tele fónicas, a  f in de 
evacuar conjuntamente a los heridos a un mismo hospi ta l ,  
imposibi l i taba en aquel los días un cómputo exacto de las víct imas,  
rebajando sin duda e l  número rea l de muertos.  Di f íci l  será, en suma, 
estab lecer el balance exacto de las v íct imas ocasionadas por el ataque 
y la toma de Bagdad por las fuerzas anglo-estadounidenses y al iadas, a l  
igual que por la  ocupación del conjunto del país . 
 
CONSIDERACIÓN FINAL 
 
A nuestro entender, como creemos además que se desprende de este 
informe, los daños causados a la población civ i l  durante las tres 
semanas en las que Bagdad fue atacada no se debieron en absoluto a 
errores, ni representan los “daños colaterales” de una táct ica de guerra 
quirúrgica, cuyo único objet ivo hubiera sido destruir  las 
infraestructuras gubernamentales y mi l i tares de la ciudad. Nuestra 
consideración entonces y ahora es que fueron ataques premeditados,  
dest inados a causar el mayor número posib le de v íct imas civi les, 
muchos de e l los l levados a cabo de manera reiterada contra áreas muy 
densamente pobladas y humi ldes de la capita l i raquí. La lógica de este 
proceder so lo encuentra expl icac ión en la vo luntad del iberada de los 
mandos pol í t icos y mi l i tares estadounidenses y br i tánicos de provocar 
terror y minar la  vo luntad de res istencia de la población bagdadí . 
 
Al no ser especia l istas en el campo del Derecho, no nos corresponde 
cal i f icar los hechos aquí presentados como const i tut ivos de de l i to de 
Crímenes de Guerra y Crímenes contra la Humanidad. Aportamos este 
informe para que las personas competentes en la materia —
especia lmente, abogados y jur is tas— puedan proceder a enjuic iar por 
ta les del i tos a los responsables c iv i les y mil i tares de la barbarie  
cometida contra el  pueblo i raquí , en pr imer lugar el  presidente de 
EE.UU. George W. Bush, el pr imer minist ro br itánico Tony Bla i r y e l 
pres idente del gobierno español José María Aznar, quien con sus 
decis iones pol í t icas posibi l i tó que los bombardeos sobre Bagdad y el  
resto de Iraq tuvieran el carácter mort í fero que aquí hemos procurado 
establecer .” 
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V 
 

TIPIFICACIÓN DE LOS HECHOS 

 

 

Sin per juicio de una más precisa cal i f icac ión en e l momento procesal oportuno 
y como consecuencia de la act ividad instructora, las conductas descr itas supra  
pueden ser const itut ivas de los s iguientes del i tos: 

 

 

En relación a los hechos narrados en el  ordinal primero de la relación 
circunstanciada. 

 

Un del i to de l art ículo 588 del Código Penal , por adoptar la decis ión de 
part ic ipar en la guerra de Iraq con vulneración directa y pa lmar ia de lo que 
prescr ibe al respecto la CE en el ar t ículo 63.3 que establece: “ Al Rey 
corresponde, previa autor ización de las Cortes Genera les, declarar  la guerra y 
hacer la paz. “. El t iempo transcurr ido ha conf irmado que d ichos requisitos –
establecidos con carácter taxat ivo y s in margen para la duda por la norma 
suprema de nuestro ordenamiento para adoptar decis iones de semejante 
trascendencia- fueron ignorados en el momento de involucrar a nuestro país 
en aquel la guerra i legal. De d icho de l i to ser ían responsables las t res personas 
querel ladas,  D. José Maria  Aznar López, D. Federico Tr i l lo-F igueroa Mart ínez-
Conde y Dª Ana de Palac io y de l Val le Lersundi, a la sazón Presidente del  
Gobierno, Ministro de Defensa y Ministra de Asuntos Exter iores, 
respect ivamente,  en grado de autores ex art ícu los 27 y 28 CP y a la v ista  de 
las competencias que para dichos cargos se relac ionan en la Ley 50/1997, de 
27 de noviembre, del  Gobierno, en sus art ículos 2.2.f) para el Presidente de 
Gobierno y 4.1.a) para los Ministros. 

 

Dicha guerra, a mayor abundamiento, se correspondía perfectamente con la  
guerra de agresión t ip i f icada por el  Derecho Internacional Públ ico, aunque e l 
Estatuto de la Corte Pena l Internacional (en adelante ECPI), aprobado en 
Roma e l 17 de ju l io de 1998, por la Conferencia Diplomát ica de 
Plenipotenciar ios de las Naciones Unidas –y v igente en el momento de 
in ic iarse la guerra de Iraq por haberse cumplido los requisitos a ta l e fecto 
estab lecidos en el art .  126- en sus art ículos 121 y 123, por remis ión de l 5.2, 
estab lezca una morator ia de siete años desde la entrada en vigor de l mismo 
para la t ip i f icación del cr imen de agres ión y su consecuente penal idad. En 
todo caso, d icha guerra vulneró la  Carta Fundacional  de las Naciones Unidas y 
las Resoluciones 2131/1965 y 3314/1974 de su Asamblea Genera l. Debe 
resa ltarse la naturaleza de guerra i legal por cuanto, s i  b ien no es necesario 
para sat is facer los requisi tos del  t ipo pena l ap l icab le al caso –que habla de l  
no cumpl imiento de los t rámites previstos en el art ículo de la CE invocado 
supra, s in hacer mención especia l a l  carácter  legal o i lega l de la guerra- dicha 
i lega l idad aumenta e l  desvalor de la acc ión rea l izada. Por otra parte, la no 
declaración formal de la guerra en e l supuesto que nos ocupa, no es óbice 
para est imar la concurrencia de los requisitos del t ipo a la vista de: pr imero,  
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la no declaración formal de muchas de las guerras que han ensombrecido la 
histor ia de la humanidad durante e l s iglo XX y pr inc ip ios de l XXI, s in que e l lo 
permita hablar de ausencia de ese terr ib le  f lagelo y, segundo, la necesaria  
pr ior idad de la verdad materia l  en el proceso penal , pudiendo considerar,  
además, a la denominada cumbre de las Azores como equivalente indubitado 
de aquel la  declaración formal . 

 

Como se ha expuesto en el re lato fáct ico,  en el ordina l pr imero al cual se 
ref iere la presente cal i f icación jur íd ica, la part ic ipación de España en la 
guerra de Iraq se desarro l ló por dos cauces: mediante el envío de 
determinadas unidades mil i tares y mediante el soporte log íst ico a fuerzas 
mil i tares de otros estados part ic ipantes, en especia l ,  a la fuerza aérea de los 
Estados Unidos que para real izar parte de sus bombardeos en terr i tor io iraquí 
atravesaba el espacio aéreo español , recibía apoyo desde instalaciones 
mil i tares ubicadas en nuestro terr i tor io y repostaba en vuelo sobre ciudades 
de nuestro pa ís . 

 

Sin perju ic io de que como consecuencia  de la práct ica de determinadas 
pruebas durante la instrucc ión pueda acreditarse con mayor exact itud las 
ci rcunstancias concretas de las acc iones descr itas, lo cierto es que las mismas 
fueron de dominio públ ico como puede constatarse por las informaciones 
aparecidas en diversos medios de comunicación y a las cuales se ha hecho 
referencia anter iormente y no fueron negadas en ningún momento por los 
responsables pol í t icos del momento, entre el los, por los aquí querel lados.  
Estos extremos permiten fundamentar la imputación s in que sea dado hablar  
de elucubraciones sin ninguna base; máxime teniendo en cuenta que, por la  
propia naturaleza de los hechos,  re lacionados todos el los con la s iempre 
opaca act iv idad mi l i tar, só lo en el ámbito de la invest igación judicia l  podrá 
l legar a conocerse la verdadera dimensión y caracter ís t icas de aquel la  
part ic ipación. 

 

E l envío de un cont ingente mil i tar a la zona del confl icto, en misiones de 
pretendido apoyo logíst ico, excede de l s imple apoyo pol í t ico y const ituye una 
clara impl icac ión de España  en  la guerra. Según el  DRAE, la  log íst ica es 
“parte de l arte mil i tar que at iende a l movimiento y avi tual lamiento de las 
tropas en campaña”.   Como en toda operación compleja, una guerra requiere 
de personas que actúen en pr imera l ínea,  l ibrando efect ivamente los combates 
y de una retaguardia que preste ef icaz ayuda log íst ica. Seña la Clausewitz (“De 
la guerra”,  pág. 103),  que: “existe en la guerra c ierto número de act ividades 
subordinadas (al uso de las fuerzas armadas) y, s in embargo, di ferentes del 
mismo, que están relacionadas con é l más o menos estrechamente. Todas 
estas act ividades se refieren al mantenimiento de las fuerzas armadas ( .. .) , su 
mantenimiento es inseparable de ese uso y es condic ión necesaria de él”. Para 
las Convenciones de Ginebra no cabe formular dist inción y todos los 
part ic ipantes merecen el t rato que se dispensa al persona l mi l i tar incurso en 
el confl icto. 

 

A las acciones de apoyo log íst ico a la  aviac ión estadounidense les son 
igualmente de apl icación las anter iores consideraciones.   

 

Por otra parte, no concurre, en estos momentos, la neces idad de seguir e l  
requis ito de procedib i l idad de l ar t ículo 102.2 de la CE, a l no ostentar en la 
actual idad ninguna de las personas contra las que se d ir ige la presente 
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querel la –y, presumib lemente, n inguna de aquel las otras que eventualmente 
puedan resultar imputadas en el í ter de la instrucción-  la condición de 
miembros del  Gobierno de España. Los argumentos vert idos por esta Sa la de 
lo Penal  de l Tr ibunal  Supremo para inadmit ir  la quere l la del  año 2003 –hoy 
rat i f icados,  en síntes is,  por el  Auto de l Tr ibunal  Const i tuc ional de 7 de 
octubre de 2005 que inadmit ió el consiguiente Recurso de Amparo- no pueden 
apl icarse dados los c i tados cambios acaecidos en el estatuto persona l de los 
querel lados. La Sala  de lo Penal de este Alto Tr ibunal , estableció como 
fundamento de aquel la inadmisón, en el  Auto de de 21 de Enero de 2004 y en 
relación a los hechos que nos ocupan en este ordinal , que el Tr ibunal 
Supremo no era competente rat ione materiae  por cons iderar que los mismos, 
incardinados en e l t ipo del art . 588 CP, estaban necesi tados para accionar 
frente a el los de l cumplimiento de los requisitos seña lados en el art. 102.2 CE 
–a saber, in ic iat iva de una cuarta parte del Congreso de los Diputados y 
aprobación por la mayoría  absoluta del mismo- por interpretar e l  Ponente que 
la ubicación sistemática de aquel  t ipo penal  entre los de l i tos de tra ic ión 
conl levaba, de forma inexcusable, e l  cumpl imiento del que cabe cons iderar  
como requis ito de procedib i l idad ex ig ido por el texto const ituciona l.  

 

A parte de los argumentos que en aquel momento se opus ieron, s in éxito, a la  
que cabía –y cabe- cons iderar como una interpretación en exceso formal is ta y 
l imi tadora del derecho a la tute la judicia l  efect iva, es lo cier to que los 
cambios descr itos en el estatuto persona l de los querel lados hacen decaer la  
necesidad de cumpli r con aquel  requis ito de procedibi l idad. 

 

A mayor abundamiento y a los so los efectos de la argumentación en curso -
puesto que no se comparten las que pudieran ser apl icac iones exces ivas del 
pr incipio- debe tenerse en cuenta que aquel requis ito pretende proteger el 
equi l ibr io y la separación entre poderes en un estado democrát ico –en este 
caso, entre e l ejecut ivo y el leg is lat ivo-, impid iendo la  ut i l izac ión tort icera de 
la vía jur isdiccional para al terar el  normal  funcionamiento de los mismos y la 
judic ia l i zación del control de la acción de gobierno. Sin embargo, d ichas 
razones,  que pudieran ser atendib les mientras se e jercen las 
responsabi l idades de gobierno, deben ceder en aras de pr inc ipios super iores 
cuando aquel las ya no se ostentan; de lo contrar io la permanencia de un 
requisito –ya de por s í  discut ib le en ciertos supuestos- comportar ía la 
impunidad de unos hechos eventua lmente const itut ivos de de l i tos graves.  

 

Al fundamentar la inadmisión de la  anter ior  quere l la  en e l no cumplimiento de 
un requis ito de procedib i l idad, de un elemento de natura leza procesal , e l  
Tr ibunal Supremo no entró en e l fondo de l asunto, c ircunstancia que permite 
afi rmar que en este momento no cabe invocar la  cosa juzgada puesto que, aún 
en la h ipótesis de que concurra una plena ident idad de sujeto, objeto y 
fundamento, lo que importa es que en e l  año 2003 no se dictó n inguna 
resolución sobre el fondo de l asunto. Por otra parte, se trata , en este caso, 
de un del i to, e l  t ip i f icado en e l ar t ículo 588 de l Código Pena l que, vista la 
pena prevista -20 años de pr is ión- y de acuerdo con el ar t ículo 131 de l mismo 
texto,  está muy le jos de haber prescr ito. 

 

Desde una perspect iva estr ictamente jur ídica, considerar  que los supuestos en 
que se basó la querel la de l año 2003 y aquel los en que se basa la presente 
son iguales o integrados por elementos que permiten apreciar analog ía entre 
los mismos, conl levaría una interpretación formal ista que vulnerar ía el 
derecho a la  tutela judic ia l  e fect iva impidiendo e l conocimiento de unos 
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hechos sumamente graves y t rascendentales para e l conjunto de la sociedad 
española . De exigirse de nuevo la observancia de aquel requis ito de 
procedibi l idad, dadas las actua les c ircunstancias, se incurr i r ía , además, en la  
vulnerac ión de otros pr inc ipios y derechos contemplados en e l texto 
const i tucional y a los que cabe también otorgar prevalencia frente al art ícu lo 
102.2 de acuerdo con la doctr ina del Tr ibuna l Const itucional. Así , por e jemplo, 
del art ículo 1.1 –que consagra como unos de los valores super iores de nuestro 
ordenamiento, los de just ic ia e igualdad- de l 10.2 –que prescr ibe la 
interpretación de las normas re lat ivas a los derechos fundamentales y a las 
l ibertades públ icas que la Const itución garant iza , de conformidad con la 
Declaración Universa l de los Derechos Humanos y otros acuerdos y t ratados 
rat i f icados por España- y del 14 –que establece la igualdad de todos los 
españoles ante la  ley con la interdicción de cualquier  t ipo de discr iminación. 

 

En las actuales circunstancias, es plenamente apl icable al caso la  doctr ina de l 
Tr ibunal Const ituciona l en materia de inmunidad parlamentar ia (STC 90/1985, 
de 22 de jul io) ,  cuando argumenta: “la  inmunidad parlamentaria no puede 
concebirse como un privi leg io persona l,  esto es, como un instrumento que 
únicamente se estab lece en beneficio de las personas de diputados y 
senadores al  objeto de sustraer sus conductas del conocimiento o decis ión de 
jueces y t r ibunales”.    
 

A mayor abundamiento, la exigencia de aquel  requis ito de procedib i l idad en 
estos momentos,  comportar ía considerar  de mayor importancia al ar t ículo 
102.2 CE, sobre otro, e l  63.3, que, de acuerdo con lo que se establece en el 
168.1 de la Carta Magna, goza de especia l protección en orden a los trámites 
para la reforma const ituc ional . Dicha especia l protección se corresponde -no 
puede tener otro signif icado- con la decis ión del leg is lador const ituyente de 
considerar  que la potestad y e l mecanismo jur íd ico-const itucional para 
adoptar decis iones tan trascendenta les para el conjunto de la sociedad 
española como son declarar la guerra o hacer la paz, forman parte del núcleo 
duro de la Const itución, de aquel los aspectos de la regulación de la vida 
co lect iva que deben ser especia lmente protegidos y que, en consecuencia , 
deben considerarse de mayor rango en re lación a otras materias igua lmente 
reguladas en el texto const ituc iona l, como puede ser, por ejemplo, e l  
requis ito para proceder contra los miembros del Gobierno en los supuestos de 
tra ición. Una interpretac ión teleológ ica y s istemática de ambos preceptos 
debe conducirnos a la conclusión sustentada. 

 

In f ine, cabe añadir a lgunos argumentos expuestos por los querel lantes con 
ocasión de la inadmisión de la  querel la  presentada en el  año 2003 y los 
consiguientes Recursos de Súpl ica y de Amparo y que, s in menoscabo de que 
debe est imarse como decis ivo para la presente quere l la el  cambio de 
ci rcunstancias expuesto y la consiguiente dist inción sustancia l  entre 
supuestos, pueden servi r para reforzar la argumentación di r ig ida a demostrar  
le neces idad de entrar  en la sustanciac ión de un procedimiento que depure las 
eventua les responsabi l idades penales de los querel lados.    

 
La Const itución Española,  en su art ícu lo 97, encomienda al gobierno 
democrát icamente elegido  “ la conducción de la pol í t ica inter ior y exter ior”, 
pero añadiendo a cont inuación “de acuerdo con la Const itución y las leyes”. 
Esta pr imacía del pr inc ipio general de legal idad encuentra su pr imera 
formulac ión, imperat iva para todos los poderes públ icos,  en e l art ículo 9.1 de 
la Const i tuc ión:  “Los ciudadanos y los poderes públ icos están sometidos a la  
Const itución y al resto de l ordenamiento jur íd ico”. Es justamente esa misma 
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disposición la  que señala que  “ la Const i tución garant iza el  pr incipio de 
legal idad y la interd icción de la arb itrar iedad de los poderes públ icos”. Esta 
vinculación a la legal idad, de conformidad con la  doctr ina administrat iva, es 
plena, en e l sent ido de que ninguna act ividad de l poder ejecut ivo escapa a l 
derecho : “E l Poder E jecut ivo carece  de un ámbito de actuación autónomo y 
precisa,  para la  val idez de su actuación, de una habi l i tación lega l  previa,  en 
todos los casos” (“E l Acto de Gobierno”, Nuria Garr ido,  pág.480). 

 
Como ha señalado e l Tr ibunal Const ituciona l (Sentencia 111/83)  “el Gobierno 
ostenta, ciertamente, e l poder de actuación en el espacio que es inherente a 
su acción pol í t ica; se trata de actuaciones jur ídicamente discrec ionales, 
dentro de los l ími tes const ituc iona les, mediante unos conceptos que si  bien no 
son totalmente inmunes al control jur isd iccional rechazan, por la propia 
función que compete al Tr ibuna l - toda injerencia en la  decis ión pol í t ica que, 
correspondiente a la elecc ión  y responsabi l idad del Gobierno, t iene el contro l,  
también desde la dimensión pol í t ica, del Congreso. . .  e l  Tr ibunal  
Const itucional no puede, s in t raspasar las fronteras de su función, y a la vez 
de su responsabi l idad, inmiscui rse en  la decis ión del Gobierno, pues si  así  se 
hiciera quedar ían alterados los supuestos del orden const ituc iona l 
democrát ico”. 
 
Siguiendo ese cr i ter io, resulta evidente la distancia que media entre el  acto 
pol í t ico-discrecional de declarar una guerra so l ic itando la autor ización de l 
Par lamento, (acto que no confer i r ía ninguna acc ión jud icia l  a los ciudadanos) 
del acto  de l ict ivo de part ic ipar en una guerra sin seguir e l  cauce previsto en 
la Const itución (art ículo 588 del CP), donde claramente existen acc iones 
pena les a disposición de todos los ciudadanos. Cuando las actuaciones de l 
Gobierno, y en concreto de su Presidente,  se evaden del marco de lega l idad, 
configurando conductas que pr ima fac ie  t ienen carácter de l ict ivo, los 
ciudadanos t ienen a su d isposición la pos ibi l idad de rec lamar la intervención 
del Poder Judicia l .  E l  art ículo 24 de la CE les conf iere la facultad subjet iva de 
sol ic i tar y obtener la  tutela  efect iva de los jueces y t r ibunales,  s in que en 
ningún caso pueda producirse indefens ión. Naturalmente, esa pet ic ión debe 
formularse en el e jercicio de derechos e intereses legít imos, y dentro del 
pr incipio de lega l idad, de manera que deben reunirse los requisitos legales 
para la const i tuc ión del proceso y de la  re lación jur ídico procesal .  Doctr ina ya 
consagrada de l Tr ibunal Const itucional, en el sent ido de que el derecho a la 
tute la efect iva “no es absoluto ni incondicionado, s ino que debe someterse al  
cumpl imiento de los requis itos procesa les que legalmente se impongan”. 
Requis itos que en este caso se cumplen de modo d iáfano. 
 
En otro orden de cosas, e l  pr inc ipio democrát ico const ituye la  fuente de 
legi t imación esencia l de las inst i tuc iones pol í t icas en e l Estado de Derecho. En 
nuestro ordenamiento ha s ido proclamado por el art ículo 1.2 de la 
Const itución: “La soberanía nacional reside en el pueblo español, del  que 
emanan los poderes del Estado”. 

 
Ahora bien, es evidente que en la soc iedad contemporánea, de una enorme  
complej idad y diversidad, la democracia neces ita de mecanismos de 
art iculación y expresión de la vo luntad popular . Es el sent ido que t iene la 
creación de  inst i tuc iones por la Const itución, que como los part idos pol í t icos, 
las Cortes, y el Gobierno, const ituyen el entramado de canales por los cua les 
discurre la democracia  representat iva.  

 
Uno de los postulados básicos de la democracia representat iva, es la 
dist inc ión entre el poder const ituyente, es deci r e l  s istema pol í t ico de 
convivencia plasmado en el texto const i tuciona l, y e l poder const i tu ido, 
representado por los órganos que la propia Const itución crea y autor iza. E l 



 29 

poder const ituido, de conformidad con el  pr incipio de legal idad, no puede 
alterar las reg las de juego conformadas por e l poder const ituyente, y por 
consiguiente, e l respeto de las cláusulas const i tuc ionales  resul ta 
consustancia l a la democracia . De al l í  que la vig i lancia de l cumplimiento de 
las normas const ituciona les y del resto de la pi rámide jur ídica concierne al  
Poder Judicia l ,  pero en su carácter de poder rogado, su intervención requiere 
la iniciat iva de los part iculares. Estas breves y e lementales cons ideraciones 
deben tenerse en cuenta a la  hora de apl icar  cua lquier cr i ter io jur ídico que 
pudiera ir  en menoscabo de ese e jerc icio de contro l que los ciudadanos ponen 
en movimiento cuando formulan una acción jud ic ia l .  

 
Por otra parte, es obvio que la creciente complej idad de las soc iedades 
modernas favorece una clara tendencia  al reforzamiento del poder 
gubernamental . Asist imos a un proceso de expansión del poder ejecut ivo, que 
en los hechos, viene  ocupando cada vez más espacio inst i tucional . Estas 
ci rcunstancias han generado la preocupación acerca del paulat ino desgaste de 
la legit imación emanada de l  funcionamiento de l s istema parlamentario. 
Circunstancias que aconsejan una interpretación restr ict iva de los mecanismos 
de b l indaje o protección de l Poder Ejecut ivo, para no suturar 
injust i f icadamente las pocas v ías de impenetrac ión que e l s istema inst i tucional  
contempla.   
 
Para Hans Ke lsen, (“Escr itos sobre la Democracia y e l Socia l ismo”, pág. 247), 
“el antagonismo entre democracia y autocracia aparece en la d ist inta forma 
como se interpreta la función de gobernar. En la ideolog ía autor i tar ia , e l  
gobernante representa el  va lor absoluto.  Al ser  de or igen d iv ino o estar 
dotado de fuerzas sobrenatura les, no se le cons idera un órgano que sea, o 
pueda ser, creado por la comunidad. Se le imagina como una autor idad 
situada más a l lá de la  comunidad, la  cua l se const ituye y se mantiene unida a 
él . En una democracia , por el contrar io, e l  problema de cómo nombrar a los 
t i tulares del poder se resuelve a la luz c lara del pensamiento rac ional . La 
función de gobernar no representa un va lor absoluto, s ino só lo un valor 
relat ivo. Dentro de los l ímites en los que el  padre es el  arquet ipo de la 
autor idad, a l const itui r la  exper iencia  protot ípica en este orden de coas, la 
democracia es, de acuerdo con sus pr inc ipios, una sociedad s in padre. La 
democracia trata de ser una comunidad de igua les” . 

 
 

 

 

En relación a los hechos narrados en el  ordinal segundo. 

 

Un del i to del  art ícu lo 590.1 CP, de l cual ser ían así mismo responsables las 
tres personas querel ladas en grado de autor , de acuerdo con los art ículos 27 y 
28, también CP. Subs idiar iamente, deber ían responder, también en grado de 
autor ía, por un del i to del art ículo 591 CP. Sin que sea ex igible en este 
supuesto y bajo ninguna ci rcunstancia e l cumpl imiento del requis ito de 
procedibi l idad del art ículo 102.2 CE. 

 

La decis ión de part ic ipar en la guerra de Iraq sat isface plenamente los 
requisitos del t ipo de l  art ícu lo 590 CP y, a la vista de lo sucedido el 11-M en 
Madr id, encaja perfectamente en el subt ipo agravado de aquel art ículo. De 
acuerdo con lo expuesto en el re lato fáct ico pr imero, la vulnerac ión de l  
art ículo 63.3 CE permite hablar de “ El  que, con actos i legales o que no estén 
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debidamente autor izados,…”   (art ículo 590 CP). Inc luso en una interpretación 
favorable para los querel lados es sufic iente con que se cumpla el segundo 
inciso, e l  que d ice “…o que no estén debidamente autor izados…” .  No puede 
caber duda racional que la part ic ipación de España en aquel la guerra se 
adoptó, cuando menos –abandonando en este punto la  tesis  sostenida en el  
ord inal pr imero a los solos efectos de la argumentación en curso- de forma no 
debida,  ir regular , con lo cual se da lugar a la responsabi l idad por el hecho. En 
la mejor de las cal i f icaciones posibles para los responsables, la part ic ipac ión 
en aquel la guerra const ituyó un acto no debidamente autor izado; reunían la  
condición de autor idad (art ícu lo 24.1 del CP) y aquel acto comportó 
represa l ias para los españoles en sus personas y en sus b ienes ( los atentados 
del 11-M). De una interpretación gramatical , lóg ica y s istemática de los 
términos del art ículo 590 del CP y sin caer en una interpretac ión extens iva o 
analóg ica contra reo del mismo, se desprende que la part ic ipación en la  
guerra de Iraq y los atentados del 11-M reúnen la  re lac ión causa-efecto para 
encuadrarse en aquel la t ip i f icación. No es menester en absoluto un mayor 
grado de dominio del proceso causa l para incurr ir  en el  de l i to porqué entonces 
estar íamos hablando de una autor ía de los atentados de l 11-M en grado de 
inducción o de cooperación necesaria . E l entonces Pres idente, D. José Mª  
Aznar,  los otros dos querel lados y el resto del Gobierno no fueron los autores 
mater ia les,  ni los inductores o cooperadores necesar ios del  11-M, n i tan sólo 
cómpl ices o encubr idores; pero s í  fueron, a l menos los t res querel lados en 
razón de las responsabi l idades e jerc idas que les confer ían un especia l dominio 
del acto, los autores de unos actos “ i legales o que no estuvieron debidamente 
autor izados que expusieron a los españoles a exper imentar vejaciones o 
represa l ias en sus personas o en sus bienes”. La creación de dicha situación 
es lo que prec isamente cast iga aquel ar t ículo del CP, s in per ju icio de que, en 
el supuesto de rea l izarse las represal ias o vejac iones, sus autores –en sus 
dist intos grados- cómplices y encubr idores,  deban responder por las mismas. 
Pero s i  e l  atentado del  11-M no se hubiera producido, la responsabi l idad penal  
de Aznar,  por la intervención en Iraq seguir ía subsist iendo, puesto que 
estamos ante un de l i to de exposición a un r iesgo. Por el lo se puede af irmar 
que el 11-M s implemente actua l izó la responsabi l idad pena l de Aznar, en e l 
sent ido de hacerla más vis ib le ante los ciudadanos, (además de determinar la 
apl icabi l idad de l subt ipo agravado, por haberse l levado a efecto las 
represa l ias a que se exponía a la  poblac ión española) . 
 
En otro orden de cosas, ent iendo que respecto de los hechos subsumib les en 
el subt ipo agravado del art ícu lo 590 CP –eventualmente en el t ipo básico- no 
es en ningún caso ex igib le el requis ito de procedibi l idad de l art ículo 102.2 CE. 
En pr imer lugar por los razonamientos expuestos en re lac ión a l re lato fáct ico 
pr imero. En segundo lugar porqué, en este caso, incluso s iguiendo el r igor ista  
razonamiento del Tr ibunal Supremo en e l Auto de inadmisión de la  quere l la de 
2003, e l art ícu lo 590 CP está ubicado en otro capítulo de l CP t i tu lado “Del i tos 
que comprometen la paz o la independencia del Estado”, es decir, a le jados 
incluso terminológicamente de los del i tos de tra ic ión. 
 
Con carácter subsidiar io cabe cons iderar que nacer ía responsabi l idad pena l ex 
art ículo 591 CP. En efecto, e l  mismo dispone: “Con las mismas penas 
señaladas en el art ícu lo anter ior será cast igado, en sus respect ivos casos,  e l  
que, durante una guerra en que no intervenga España, e jecutare cua lquier 
acto que comprometa la neutral idad de l Estado o infr ingiere las d ispos iciones 
publ icadas por e l Gobierno para mantenerla .“  Incluso en e l negado supuesto 
de que las acc iones desarrol ladas por el Gobierno de España en aquel los 
momentos no pudieran integrarse en el concepto de part ic ipac ión en una 
guerra, está claro que el envío de tropas y mater ia l  y e l apoyo logíst ico a las 
acciones aéreas const ituyeron actos que comprometían la neutral idad del  
Estado. 
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En relación a los hechos narrados en el  ordinal tercero. 

 

 

Sendos de l i tos de los art ículos 610, 611.1º,  612.1º y 613.1.a) , en relación a 
las personas protegidas que se relacionan en el  art ícu lo 608, todos del  Código 
Pena l; de los cuáles ser ían responsables las tres personas querel ladas en 
grado de autor ía de acuerdo con los art ículos 27 y 28 del  CP o, 
subs idiar iamente, en grado de complicidad de acuerdo con el art ículo 29 CP y 
siendo de apl icación las dispos ic iones contenidas en los art ículos 614 bis, 616 
y 616 b is  CP. 

 

Subs id iar iamente y en vi rtud de lo expuesto en la narración del ord ina l tercero 
relat ivo a una posible conducta omis iva por parte de las t res personas 
querel ladas por no perseguir los del i tos cometidos fa l tando a la obl igación de 
su cargo, ser ían responsables de un de l i to del art ículo 615 bis.6, en este caso 
en grado de autor ía . 

 

En el desarro l lo de la guerra de agresión a Iraq -por lo que aquí importa,  
mientras duró la part ic ipac ión de España en la misma, aunque con 
poster ior idad han seguido ejecutándose- se real izaron hechos perfectamente 
t ip i f icables como cr ímenes de guerra. Conductas c laramente t ip i f icadas en 
diversos Convenios y Tratados internaciona les, como pueden ser los Convenios 
suscr i tos en la Conferencia de Paz ce lebrada en La Haya en 1907 y,  
fundamentalmente, en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y 
sus Protocolos Adicionales de 8 de junio de 1977. Tratados y Convenios 
f i rmados y rat i f icados por España y, como consecuencia , plenamente vigentes 
e integrantes de nuestro ordenamiento interno, como establece el art ícu lo 
96.1 CE y, en vi rtud de esta misma c láusula, con una especia l protección en 
cuanto a una hipotét ica desvinculación y derogación por parte del  Estado 
español . Sin embargo, con ser sufic iente lo anter ior, las normas en aquel los 
contenidas han sido expl íc i tamente recogidas en normas internas integrando 
en estos momentos e l Capítu lo III del Tí tu lo XXIV, art ículos 608 a 614 bis , de  
nuestro Código Pena l.  
 
La reproducción parcia l  del informe “Evaluación de los ataques contra 
población civ i l  de Bagdad l levados a cabo por los Gobiernos de EE.UU, Re ino 
Unido y pa íses a l iados entre los d ías 20 de marzo y 5 de abri l  de 2003”  ,  
e laborado el 26 de abri l  de 2003 por e l “Grupo de br igadistas del  Estado 
español contra la guerra”, que se adjunta como documento núm. 21 ,  prueba 
a mi juic io –o cuando menos const i tuye una relac ión de só l idos ind ic ios 
rac ionales- la comisión de cr ímenes de guerra c laramente t ip i f icados en los 
citados Convenios y Tratados internacionales f irmados y rat i f icados por 
España y, por s i  fuera poco, en nuestro Código Penal. En la  actual idad –
también en el momento de los hechos, pues ya se había producido su entrada 
en v igor,  de acuerdo con sus propias d ispos iciones- es de apl icación e l 
Estatuto de la Corte Pena l Internaciona l, de 17 de ju l io de 1998, que en su 
art ículo 8 t ip i f ica  los cr ímenes de guerra; formando parte de nuestro derecho 
interno en v irtud del art ículo 96.1 CE. Aquel los crímenes v ienen const ituidos, 
de acuerdo con las normas c itadas, por los ataques a personas y b ienes 
protegidos en caso de confl icto armado y por la ut i l ización de medios o 
métodos de combate prohibidos. A la persecución de dichos cr ímenes obl igan 
dichos Convenios y Tratados y hoy, en especia l ,  e l  ECPI. 
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Sin descartar  que en el transcurso de la instrucc ión puedan aparecer datos 
que aconsejen otra ca l i f icación o que permitan imputar a otras personas con 
el mismo u otro grado de responsabi l idad penal , la imputación de l ex 
Pres idente español se efectúa en estos momentos y en re lación a este caso, 
en grado de autor ía , y en su caso de compl icidad. En la reunión de las Azores 
se concertaron el Presidente Bush, el Premier  br itánico Bla ir y el Pres idente 
español D. José Mª Aznar, para in ic iar la guerra de agresión a Iraq al margen 
y en abierta  contradicción con la lega l idad internacional . Se diseñó o se d ió la 
aprobación al t ipo de guerra a desarrol lar con aceptac ión de las consecuencias  
que para la población civ i l  y para las infraestructuras de Iraq tendría  la  
misma. En relación a este ú lt imo extremo cabe afi rmar que en el  caso del ex 
Pres idente español concurr ía,  como mínimo, dolo eventual  respecto del t ipo de 
guerra, de la extens ión e intensidad de los ataques y de l armamento que se 
iba a ut i l i zar . En efecto, colocándonos en una situación ex ante ,  cualquiera de 
los presentes y, por lo que aquí importa,  D. José Mª Aznar López, debía 
representarse cua les ser ían los resultados de la guerra que iban a emprender. 
No se trataba de un ciudadano común, s ino del Pres idente del Gobierno de 
España, en contacto permamente y con toda c lase de información que le  
proporc ionaban los otros dos mandatar ios, en la cumbre de las Azores, pero 
también antes y después de la misma. Con toda la información de los serv ic ios 
de seguridad a su d isposic ión. Es deci r, ese pos icionamiento ex ante  debe 
hacerse teniendo en cuenta los medios y circunstancias de las cuales 
dis frutaba e l querel lado y que excedían claramente de las de cua lquier 
ciudadano medio. El pres idente Aznar, como consecuencia de sus frecuentes 
reuniones y contactos con Bush, no solamente estaba perfectamente a l 
corr iente de los medios que iban a ser ut i l i zados en la  guerra, s ino que 
además los había aceptado, admit ido y aprobado, como lo demuestra el hecho 
de cont inuar manteniendo su apoyo incondic ionado una vez que ya se habían 
puesto en ejecución. Los extremos t ratados en las reuniones de Crawford y, 
especia lmente,  en la  denominada cumbre de las Azores y que han estado 
reproducidos siquiera parcia lmente supra,  a los cua les me remito en aras de 
la brevedad, cumplen también con creces los requisitos para est imar presente 
la autor ía  o, subsidiar iamente,  la  compl ic idad. Es con fundamento en los 
anter iores razonamientos cuando cobra relevancia pena l e l  apoyo log íst ico 
prestado por España, ya sea con la aportación de las unidades y efect ivos que 
anter iormente se han relacionado, ya, pr incipa lmente, con el permiso para 
que bombarderos estratég icos cruzaran y repostaran en e l espacio aéreo 
español; extremos ambos, públ icos y notor ios. Con la reserva necesaria por 
los datos que, también en relación a este apoyo, puedan aparecer a lo largo 
de la instrucc ión y que permitan una mejor y más precisa cal i f icac ión jur íd ica 
de los hechos y una ampl iac ión respecto de las personas imputadas, d icho 
apoyo logíst ico integrar ía parte de la materia objeto de la conspiración, 
or iginándose responsabi l idad penal en d icho grado por los cr ímenes de guerra 
cometidos, evidentemente, mientras duró la part ic ipación de España en la 
guerra y s in que, por las razones también expuestas,  pueda alegarse 
desconocimiento o error . 
 

Pueden servi r para fundamentar las anter iores argumentaciones,  las palabras 
que se cont ienen en la  Sentencia de este Tr ibuna l Supremo, en su 
Fundamento de Derecho 75º, resolviendo los recursos frente a la Sentencia 
del 11-M:  
 

“La existencia de dolo eventua l respecto de la acc ión del autor pr incipa l 
y de su resultado, depende en gran medida de las c ircunstancias 
fáct icas en las que se produce o se enmarca la aportación de l 
cooperador, entre e l las, de una c ierta inmediatez tempora l entre 
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ambas. Aumentarán las posib i l idades de apreciar dolo eventual en 
proporc ión inversa a las opciones fáct icas derivadas d irectamente de la  
aportación, en función de su propia naturaleza y de aquel las 
ci rcunstancias. Dicho de otra forma, s i  la aportación solo conduce 
rac ionalmente a uno o a unos pocos resul tados de simi lar gravedad, 
a ltamente probables,  respecto de cua lquiera de el los exist i rá  dolo 
eventua l en e l cooperador. 
 
En la STS nº 258/2007, de 19 de jul io , se seña laba: "En la doctr ina 
rec iente es discut ido si  e l  dolo del part íc ipe, especia lmente del  
cooperador, debe ser refer ido sólo a la prestación de ayuda o s i  además 
se debe extender a las ci rcunstancias de l hecho principa l.  Sin embargo, 
la opinión dominante mant iene el ú lt imo punto de vista , es decir ,  e l  de 
la doble referencia del dolo, e l  l lamado "doble dolo",  de caracteres 
parale los al requerido para la inducción. Consecuentemente, e l dolo del  
part íc ipe, como lo viene sosteniendo nuestra jur isprudencia , requiere el  
conocimiento de la propia acción y, además, de las ci rcunstancias 
esencia les del hecho princ ipa l que ejecuta e l  autor, en el que colabora. 
Dicho con otras pa labras: e l part íc ipe debe haber tenido una 
representac ión menta l  del contenido esencia l de la di recc ión de l ataque 
que emprenderá e l autor . No se requiere, por el contrar io, conocimiento 
de las part icular idades del hecho principal ,  ta les como dónde, cuándo, 
contra quién, etc. será ejecutado e l hecho, aunque éstas pueden ser 
relevantes, en algún caso, para determinar la posib le ex istencia de un 
exceso, por el  que el part íc ipe no está obl igado a responder". 
 

 
Alternat ivamente, cabría ex igi r responsabi l idad penal a l  anter ior  Presidente 
del Gobierno de España en grado de complicidad ex art ícu lo 29 CP. Igua l 
responsabi l idad ser ía  exigible , en pr incip io y sa lvo aparición de nuevos 
elementos, a  los ex minist ros de Defensa y de Asuntos Exter iores, a la v ista  
de cua les eran sus responsabi l idades de acuerdo con las competencias 
def inidas en la  Ley de l  Gobierno.  
 
Incluso en la hipótes is  más benefic iosa para D. José Mª Aznar y los otros dos 
querel lados, aquel la  que cons iderase que antes de in ic iarse la guerra 
desconocieran como se desarrol lar ía la misma y que consecuencias podría 
acarrear , es decir , que ignorasen la a l tamente probable comisión de cr ímenes 
de guerra, cabe recordar que a los pocos d ías del  comienzo de la misma los 
datos suministrados por dist intos medios de comunicación –y, con total 
segur idad, por los medios mi l i tares y de intel igencia- señalaban la real izac ión 
de numerosos ataques a personas y bienes protegidos y la ut i l i zación de 
armamento que const i tuían cr ímenes de guerra.  Es decir , nos encontrar íamos 
ante una act itud omis iva que acarrearía  as í  mismo responsabi l idad pena l de 
acuerdo con e l invocado art ículo 615.bis,  6 del Código Penal .  
 
 
Las inst i tuc iones españoles y, de forma especia l ,  e l  Poder jud ic ia l ,  no pueden 
pasar por a lto tan graves responsabi l idades sin r iesgo para la sa lud 
democrát ica de nuestro país.  En este caso, la  impunidad acarrearía graves 
consecuencias, entre otras, e l  descrédito que supondría ante mil lones de 
ciudadanos y c iudadanas que no se entrara a depurar responsabi l idades, con 
todo el  respeto necesario a la presunción de inocencia de los querel lados. La 
gravedad de los cr ímenes comet idos obl igan a esa depuración. Lo ex ige 
también el prest ig io de España, cuyos Juzgados y Tribuna les han conocido y 
conocen de hechos graves cometidos en otros países en virtud de l  pr incipio de 
just ic ia universal . Repugnar ía a la just ic ia y a la razón que se mirase hacia 
otra parte ante hechos presuntamente const itut ivos de del i tos muy graves y 
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protagonizados por ciudadanos españoles, en a lgunos casos,  con al tas 
responsabi l idades inst i tuc iona les y que quizás a lgún día pudiesen verse 
imputados ante tr ibunales de otros estados o internacionales. Obl iga también 
a dicho conocimiento,  como se ha apuntado, el cumplimiento de los Convenios 
y Tratados f irmados y rat i f icados por España. En este sent ido es de especia l  
referencia e l Estatuto de la Corte Pena l Internacional que, ya en su Preámbulo 
dice: “Recordando que es deber de todo Estado ejercer su jur isdicc ión penal  
contra los responsables de cr ímenes internacionales” ,  para, poster iormente, 
en su art ículo 27, establecer: 
 

 
“Art ículo 27 

 
Improcedencia del cargo ofic ia l  

 
1. E l presente Estatuto será apl icable por igua l a todos s in dist inción 
alguna basada en el  cargo of ic ia l .  En part icular,  el  cargo ofic ia l  de una 
persona, sea Jefe de Estado o de Gobierno, miembro de un gobierno o 
parlamento, representante e leg ido o funcionario de gobierno, en ningún 
caso la eximirá de responsabi l idad penal n i const i tu irá per se motivo 
para reduci r la  pena. 
 
2. Las immunidades y las normas de procedimiento especia les que 
conl leve e l cargo ofic ia l  de una persona, con arreglo al derecho interno 
o al derecho internacional , no obstarán para que la Corte e jerza su 
competencia sobre el la.” 
 

 
En el mismo sent ido pueden reproducirse los términos contenidos en la  
“Declarac ión del Tr ibunal Internacional sobre Iraq”, documento núm. 21 ,  
aprobada en su Ses ión F ina l de Estambul , ce lebrada entre los días 24 y 27 de 
junio de 2005, tras enumerar los cr ímenes de los cuales ser ían directamente 
responsables los gobiernos de EE.UU. y del  Reino Unido: 
 

 
“C. Contra los gobiernos de la Coa l ic ión 
 
Colaborar con la invasión y ocupación de Iraq y compart ir  así  la 
responsabi l idad de los cr ímenes comet idos.”  

 
 
Finalmente, como úl t ima razón para just i f icar la sustanciación de un 
procedimiento para depurar las presuntas responsabi l idades penales de D. 
José Mª Aznar, D. Federico Tri l lo , Dª Ana de Palacio y otras personas que 
puedan aparecer con responsabi l idad por la  guerra de Iraq, cabe añadir  que 
de los del i tos relacionados con la  guerra no deben responder únicamente los 
que resul tan derrotados en las mismas, salvo que aceptemos la just ic ia de los 
vencedores (t í tulo del l ibro de Dani lo Zolo, Editor ia l  Trotta , Madrid 2007), que 
como tal no es just ic ia y que conl leva el descrédito ante ampl ios sectores 
mundiales, en especia l de los países l lamados del Tercer Mundo, de los 
intentos de consol idar  una just ic ia universa l  que aparece ante aquel los como 
un instrumento más de dominación. Se tratar ía de convert ir  en inexacta la  
frase reproducida en el l ibro ci tado y pronunciada por e l juez hindú 
Radhabinod Pal , integrante de l Tr ibuna l de Tokio que juzgó a los cr iminales de 
guerra japoneses tras la Segunda Guerra Mundia l : “Sólo la guerra perd ida es 
un cr imen internacional.” 
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Responsabilidad civi l.  

 

Los querel lados responderán c iv i lmente de las consecuencias de los del i tos 
imputados,  en vi rtud de los art ículos 109 y 116 del Código Penal . 

 

E l Estado será responsable c ivi l  subsidiar io, en v irtud de l ar t ículo 121 de l 
Código Pena l. 

 

 

 

 

VI 

 

Dil igencias cuya práctica se interesa 

 

 

Para comprobar los hechos descr itos y s in per juicio de aquel las que puedan 
acordarse por el órgano instructor  o ser sol ic i tadas en e l  curso de l 
procedimiento, en este momento se interesa la práct ica de las s iguientes 
di l igencias: 

 

 

1ª. Declarac ión de los querel lados, los cua les pueden ser c itados en las 
direcciones re lacionadas en el apartado re lat ivo a su ident i f icación. 

 

2ª. Que se of ic ie a l Minister io de la Presidencia para que se aporten las 
actas de las reuniones de l Consejo de Ministros y de la Comis ión 
delegada para situaciones de cr is is celebradas con anter ior idad y 
durante la part ic ipación de España en la  guerra de Iraq. 

 

3ª. Que se ofic ie así mismo al Minister io de la Presidencia para que se 
aporte toda la documentación –incluyendo, en su caso, las actas de la  
misma- de la  reunión de Crawford, de 22 de febrero de 2003, entre e l 
Pres idente del Gobierno de España y el Presidente de los EE.UU. 

 

4ª Que se ofic ie a l  Minister io de la  Presidencia  para que se aporte toda 
la documentación –incluyendo así mismo las eventuales actas- de la 
denominada cumbre de las Azores, ce lebrada el 16 de marzo de 2003, 
entre los mandatar ios citados en el punto anter ior y el Pr imer Ministro 
del Reino Unido. 
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5ª. Que se of ic ie a l Minister io de Defensa para que se aporte cuanta 
documentación exista  en el Estado Mayor de la Defensa y en e l Centro 
Nacional de Intel igencia relat iva a la presencia de tropas españolas en 
Iraq y a l soporte logíst ico prestado a los e jérc itos de los EE.UU. y de l  
Reino Unido, en especia l a las operaciones aéreas rea l izadas por 
aparatos norteamericanos en tránsito y repostando sobre terr i tor io 
español , con indicación de rutas y objet ivos en Iraq. Que inste la  
adopción de las medidas necesar ias para proceder, en su caso, a la 
desclasi f icac ión de la información sol ic i tada. 

 

6ª. Que se so l ic i te  a Te lemadrid, Televis ión Española , Antena 3,  Te le 5 
y CNN-plus y/o a las productoras que cedieron esos programas, los 
registros  gráficos de los resul tados de las operaciones aéreas de la 
coa l ic ión en la guerra contra Irak. 
 
7ª. Que se sol ic i te a las Naciones Unidas todos los informes emit idos 
hasta la  fecha sobre la evaluación de los daños humanos causados por 
los bombardeos de la coa l ic ión en Irak. 
 
8ª. Que se incorporen a las actuaciones todos los recortes de prensa 
que se acompañan con este escr ito, dejando seña lado a efectos de 
prueba los archivos de los diar ios “E l País” y “El Mundo” y “La 
Vanguardia”. 

 

9ª. Que se c ite a declara a D. Javier Rupérez, en aquel los momentos 
embajador de España en Washington y presente en la citada reunión de 
las Azores, e l  cua l,  con poster ior idad, hizo públ icas parte de las 
cuest iones a l l í  tratadas, s iendo test igo di recto de la cumbre. Se ignora 
el domic i l io  para citaciones. 

 

10ª. Que se ci ten a declarar , como test igos di rectos de las 
consecuencias de los bombardeos, a los br igadistas internacionales Ma. 
Teresa Tuñón Álvarez,  Ma. Rosa Pañarroya Miranda, Ana Ma. Rodríguez 
Alonso, Belarmino Marino García  Vi l lar , José B ielsa Fernández, Javier 
Barandiarán y Carlos Varea Gonzá lez; que deberán ser c itados en la  
sede socia l  s i ta en C/Carretas 33- 2º F, 28012 - Madrid. 
 
11ª. Que se c iten,  también en cal idad de test igos,  a los condenados en 
el sumario del 11-M, que esta parte ident i f icará en el momento procesal  
oportuno; los cuales deberán ser citados en el Centro Penitenciar io 
respect ivo donde se encuentren. 
 
12ª. Sea citado D. Fernando Va lderrama, encargado de negocios de la  
Embajada de Iraq en e l inicio de la guerra. 
 
13ª. Designamos los archivos de las secretar ías de las Salas de los 
Tr ibunales refer idos en esta Querel la ,  a los efectos probator ios 
oportunos. 
 
14ª. Esta parte subsanará e l defecto de forma, a l no aportar a lguna 
Documental or iginal  ta l  y como prevé la Ley procesal , aportándola en e l 
momento que se d isponga de las mismas, y en concreto las sol ic i tadas 
mediante desglose, por escr ito presentado en fecha 1 de Abri l  de 2009, 
como acredito mediante copia que se acompaña como Documento Nº 
22.  



 37 

 
Por todo lo expuesto; 
 
A LA SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPREMO SOLICITO: Que admita e l 
presente escr ito con los documentos que se le adjuntan y tenga por 
interpuesta quere l la contra D. José Maria Aznar López, Dª Ana de Palacio y 
del Val le Lersundi y D. Federico Tr i l lo-F igueroa Mart ínez-Conde, así como 
contra aquel las personas que resul ten responsables en el curso de la 
instrucción, sea cual sea su fuero, por la presunta comisión de los de l i tos 
t ip i f icados en los art ículos 588, 590.1, 591, 608.3º, 610, 611.1º, 612.1º, 
613.1.a), 614.BIS, 615, 615 BIS.6, 616 Y 616 b is , s iendo de apl icac ión 
también el  art ícu lo 29, todos el los del Código Penal y de todos aquel los que 
en e l desarrol lo de la instrucción puedan aparecer como conexos con los 
anter iores. Que la admita y proceda a la tramitación que en Derecho proceda, 
con nombramiento de Magistrado instructor que por turno corresponda y 
pract icando las di l igencias de prueba sol ic i tadas. 
 
Subs id iar iamente y para el caso de est imar la existencia de cualquier óbice 
procesal que impida la sustanciac ión del procedimiento en relación a los 
hechos considerados const i tut ivos del del i to t ip i f icado en el art ículo 588 del 
Código Pena l, que se proceda a abri r procedimiento por el  resto de los del i tos 
imputados en la presente querel la . 
 
 
OTROSÍ DIGO: mediante el  cua l intereso que por parte del  Magist rado 
instructor que se nombre se proceda a la tramitac ión de l correspondiente 
supl icator io a l Congreso de los Diputados en re lación a D. Federico Tri l lo-
Figueroa Mart ínez-Conde, dada su condición de miembro e lecto de d icha 
cámara, a l  amparo de los art ículos 71.2 de la Const itución española y 750 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal . 
 
 
A LA SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPREMO SOLICITO: que acuerde 
según se pide en el otros í . 
 
Madr id, 3 de abr i l  de 2009 
 
 
 
Fdo: Amal ia  A le jandre Casado                          Fdo: Ana Lobera Argüel les 
Col . 30.523 ICAM                                          Procuradora de los 
Tr ibunales 
 
 
 
Fdo: Anastas io José Manuel  Hernández de la  Fuente 
Col .  21.207 ICAM 
 
 
 
 
Fdo: María  Lorena Ruiz-Huerta García  de Viedma. 
Col . 75.786 ICAM 
 
 
 
Fdo: Lluís Orr i  Riba 
Col . 30659 ICAB 


